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RESUMEN 

El presente trabajo de titulación analiza la sanción tributaria de la clausura por  

incumplimiento a deberes formales. Pa ra lo cual fue necesario analizar 

paulatinamente desde las facultades de la  administración, las concepciones 

respecto a la clausura, la normativa vigente para su aplicación e impugnación y 

las repercusiones de esta en el ámbito económic o y de vulneración de 

derechos. Llegando a la conclusión qu e fomentando una c ultura tributaria 

participativa e incluy ente con los cont ribuyentes se aseguraría una mayor 

responsabilidad tributaria fomentando el c umplimiento a deber es formales 

mediante incentivos y mayor difusión de la importancia de la gestión tributaria y 

no con una sanción tan excesiva como esta. 

 

 Además, mientras el enfoque del Estado ha cambiado con la nueva 

Constitución, la norm ativa vigente que re gula la c lausura no. F inalmente es 

importante tomar en consideración que la situación financiera mundial ha 

generado inestabilidad laboral y  desempleo. Por lo tanto la c lausura a locales 

comerciales en Ecuador es excesiva co mo sanción al tener  repercusiones 

económicas graves al contribuy ente y al  Estado. Sin dejar de lado que s u 

imposición vulnera derechos garantizados  en la nueva Consti tución del Estado 

y en Tratados Internacionales. 

 

Descriptores: Derecho Tributario, Derecho Penal Tributario, Clausuras 
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ABSTRACT 
 

The following thesis  for dissertation is based on an analys is respect the 

sanction of closure, due to the non fullfil ment of formal taxing duties. In order to 

accomplish this, it was necessary an ov erall analysis from the administrative 

faculties, ruling laws, conceptions about  clousure sanction to the economical 

effects from its appliance. Nevertheless, it was main ly important the analysis  of 

circumstances that could v iolate constitutional r ights. We conclude that  

encouraging a participating and inclusiv e tax culture between tax payers and 

IRS, it would be easier to accomplish re sponsible attitudes like the observance 

of formal duties. Another core strategy is the creation of ta x incentives and the 

awareness of the i mportance of tax adm inistration. Moreover while the 

Government policies has changed subject to the New Constitution, some ruling 

laws has not. Finally it was necessary to  consider the worldwide finantial reality 

which has generate job instability and in creased unemployment rate. According 

to this, the clousure sanction imposed to business is excessive. The economic 

effects are perjuditial not ju st to the tax payer but to IRS too. Lastly it i s a 

sanction so excessive that violates Constitutional rights guaranteed on the ne w 

Constitution and on International Treaties.  

 

Descriptors: Tax Law, Criminal Tax Law, Clousures 
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CAPÍTULO I  

NATURALEZA JURÍDICA DE LA CLAUSURA 

 

1.1 Introducción al tema 

 

Acorde a la clasificación del autor austriaco Hans Kelsen, la Constitución es el 

instrumento de superior jerarquía dentro del marco legal de un país, 

entendiendo, claro es tá, ¨Al orden jurídi co como un  sistema de normas, Que 

permite que exista una unidad dentro de una pluralidad de normas jurídicas; así 

la Constitución como se ha dicho es el  hilo conductor, de donde proviene todas 

las demás normas, dependiendo de la c oherencia y relación jurídico técnica su 

validez, por tanto, vigencia , por tanto eficacia¨ (KEL SEN, 2008, PÁG. 137). A 

decir del autor antes nombrado en su texto de teoría pura del derecho,  

introducción a la ciencia pura del dere cho   Vale decir, que es  indispensable 

citar a este autor, ya que aún cuando si endo el texto referido de 1935, s u 

estructura no solo que mantiene vi gencia, sino que, el Estado de Derecho 

desarrollado en Europa despúes de la revolución francesa puede considerarse 

como el punto de parti da para la construcci ón de l a Constitución del Estado 

contemporáneo, sin que pueda desligarse de esta re alidad el Ecuador, que ha 

recogido influencia anglosajona como cont inental. En el caso de Ecuador  la 

Constitución vigente es la ratificada en  el año 2008. Dicha Constitución tiene 

una parte dogmática que determina la conc epción del Estado, los derechos,  

garantías y principios que rec onoce, así como una parte orgánica que 

determina la estructura funcional  de este.  

 

La actual Constitución es un resultado de  las fuerzas motrices de la historia,  

producto de las confrontaciones naturales del poder, ya que, en palabras de la 

politóloga Yolanda Marín, en el prologo de  la obra ¿ Qué es una Constituc ión? 

de  Ferdinand Lasalle “No s e puede concebir país alguno, ni época alguna, sin 

una Constitución real y efectiva y a que siempre han existido factores reales  de 

poder cualesquiera que sean ellos” ( Lasalle, 2007, Prólogo) dest acando dicha 

profesional de Lasalle que en los  tiempos modernos no son las  Constituciones 
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reales y efectivas sino las Constitu ciones escritas, lo que evidentemente lo 

hace coincidente con la vis ión positivista de Kelsen. Aún que si bien 

compartieron el mis mo Continente, el uno de Au stria y el ultimo de los  

nombrados de Alem ania, Lasalle es anterior al naci miento de Kelsen. En 

definitiva en lo que si coincido es que los problemas Constitucionales  “no 

fueron antes ni son ahora primariam ente problemas de derecho sino de poder” 

(Lasalle, 2007, Pag. 3). Lasalle acuña la siguiente def inición  “La Constituci ón 

es la ley fundamental proclamada en el país, en la que se echan los cimie ntos 

para la organizac ión del derecho público de esa Naci ón” (Lasalle, 2007, Pag.  

3).     

 

La Constitución de la Repúbl ica es la dec laración de voluntad soberana en la 

que los ciudadanos de un país  plasman y re conocen la vida política de su 

Estado. En este instrument o de máxima jer arquía se direcciona el ejercicio de  

facultades y potestades de los órganos qu e conforman el Gobier no, así como 

los deberes y responsabilidades de t odos los integrantes de la Nac ión, 

generando en la practica una ciudadanía activa, concebida es ta como es e 

vinculo jurídico indispens able entre el ciudadano y  el Estado, única forma de 

concebir actualmente las relaciones sociales.  

 

En la part e orgánica se otorga los lineamientos, facultades y obligaciones  

dentro del marco constitucional para el ejercicio de las div ersas Funciones 

Estatales. Este reconocimiento s oberano no es excluyent e al ciudadano sino 

por el contrario establece un vínculo en el cual éste se compromete a facilitar y 

colaborar mediante el cu mplimiento de sus deberes  la eficacia de la 

administración Estatal, como ya se ha dicho. 

 

Es así como resulta el Estado siendo el en te rector de la po lítica económica, 

social y política de sus nacionales. Tiene la responsabilidad de asumir diversas 

tareas, las cuales son reguladas y regladas a través de las Funciones 

Estatales.  
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Garantía de un ejercicio transparente de las Funciones Estatales y de la 

democracia es que se supervigilen a través del sistema de pes os y 

contrapesos. Esto permitirá que el Gobierno  Central ejecute la política nacional 

con sujeción de otros entes Estatales. 

 

Pues bien, la polític a tributaria en Ecuador es impor tante para la vida 

económica del Estado, ya que mediante esta se logra financiar varios rubros de 

la planificación anual.  “El interés general en la recaudación de los tributos  

representa un interés público. El inte rés general en la recaudación de los  

tributos representa un interés vital para la colectividad en la medida que hac e 

posible el funcionamiento regular de los servicios p úblicos” (Amatucci, 2001,  

pág. 545)  Mediante la política tribut aria el Gobierno se apoya para la 

recaudación de ingresos tributarios o no tributarios, tasas y contribuciones  

especiales que conformarán parte de lo s recursos indispensables para 

viabilizar la ejecución tanto de obras como de funciones.  

 

“La recaudación debe ser regular y constante porque debe garantizar un flujo 

periódico de ingresos que permita al ente público una disponibilidad de medios 

financieros para hacer frente al sostenimiento de los servicios públicos.” 

(Amatucci, 2001, pág. 547) .Acorde al Artículo 6 del Código Orgánico Tributario 

“Los tributos, además de ser medios para recaudar ingresos públicos, servirán 

como instrumento de política económica general, estimulando la inversión, la 

reinversión, el ahorro y su destino hacia los fines productivos y de desarrollo 

nacional; atenderán a las exigencias de estabilidad y progreso sociales y 

procurarán una mejor distribución de la renta nacional.” Por lo tanto el fin último 

es servir al indiv iduo en la cons ecución de su finalidad so cial y el desempeño 

económico que tenga. Por lo cual es importante el uso que se dé a lo 

recaudado, y este sea en pos de mejoras sociales y con una transparente y 

buena gestión tributaria. 

 

Además permite la regulación de la ac tividad productiva, comercial, aduanera y 

económica en general con el  afán de logr ar obtener recursos suficientes para 
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alcanzar las finalidades de las Funcio nes Estatales y transparentar dichas  

actividades.  

 

La vida jurídica de la política tri butaria se bas a principalmente en la 

Constitución de la República y se refleja detalladamente en: 

 Código Orgánico Tributario (COT) 

 Ley Orgánica del Régimen Tributario Interno (LORTI) 

 Reglamento para la ap licación de la Ley Orgánica del Régimen 

Tributario Interno (RALORTI) 

 

 Código Orgánico de la Producción, Comercio e Inversiones 

 Ley de Fomento Ambiental y Optimización de los Recursos del Estado 

 Leyes Especiales como: 

o Ley de Registro Único de Contribuyentes RUC 

o Ley de Control Tributario y Financiero 

o Ley de Derechos Consulares 

o Ley de Creación del Impuesto Especial a los Activos de las  

Empresas 

o Ley del Fondo para el Eco desarrollo Regional Amazónico 

o  Ley de Creación del Servicio de Rentas Internas 

o Ley de Exoneración de Impuestos a importaciones del Sector  

Público  

o Ley de Reforma a las Finanzas Públicas 

 Reglamento de la Sanción de Clausura de Establecimientos 

 Disposición General Séptima de la Ley N° 9924  

 Decretos Ejecutivos 

 Resoluciones de la Administración Tributaria 

 

Para la reglamentación, práctica y ejec ución de la política tributaria se ha 

determinado que esta se basará en los pr incipios de generalidad, legalidad, 

igualdad, proporcionalidad e irretroactividad.  
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Para el autor colombiano Marco Monroy Cabra “ Los principios generales del 

derecho son la base de todo el ordenamiento objetivo, constituyen criterios 

interpretativos del entero ordenamiento y evitan las lagunas en dicho 

ordenamiento, ya que en ausencia de ley, costumbre, o analogía, se pueden 

aplicar para resolver un caso concreto” (Monroy Cabra, Introducción al 

Derecho, 2003, pág. 232)  Serán de aplicación transv ersal al contenido de la 

ley y serán empleados para la interpre tación de es ta. En materia tributaria 

estos son los principales: 

 

 Principio de Generalidad: “Esto significa que la ley cobija a todas las 

personas que se encuentren en las condiciones previstas por ella, sin 

excepciones de ninguna clase. La ley no se agota porque se cumpla una 

o varias veces por diversas personas. Así mismo, no puede deducirse 

que la ley se extinga porque en casos concretos se infrinja, ya que 

puede ser violada debido a que el hombre es libre” (Monroy Cabra,  

Introducción al Derecho, 2003, pág. 170) 

 

La generalidad hace referencia al conglomerado de gente sin distinción 

alguna, a lo que cabe acotar que so lo en determinadas situaciones por  

finalidades sociales se puede rest ringir la gener alidad mediante la 

excepción, por ejemplo: el trato especial a discapacitados y gente de la 

tercera edad. Sin embargo para el acces o a la justicia y la garantía de 

debido proceso ninguna. Se entiende que esta aplica a todos por igual 

 

 Principio de Legalidad: “Se exhibe como una de las características 

propias del Estado de derecho; importa la subordinación del obrar de la 

Administración a la ley; y resume, en el constitucionalismo 

contemporáneo” (Monroy Cabr a, Introducción al De recho, 2003, pág. 

93). Guarda relación con el aforismo “ nullum tributum sine lege”, que se 

refiere que no existir á tributo sin ley, lo cual es aplicable a todas las  

relaciones jurídicas tributarias, que exigen la preexistencia de la ley que 

regule conductas, acciones, sanciones y efectos.  
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 Principio de Igualdad: “La igualdad es un principio meta-jurídico al que 

toda norma tributaria debe ambicionar, pero que no necesariamente 

podemos identificarlo en una disposición legal concreta. En otras 

palabras, el principio de igualdad tiende a uniformar el sistema tributario 

global, mas no cada norma individualmente considerada.” (Almeida 

Guzman, 2001, pág. 38)  

 

Mediante este principio se garantiza al  individuo un tr ato sin dis criminación y 

además la posibilidad de exigir que se cumpla norma, a contradecir en igualdad 

de condiciones, y que se refleje con resultados producto de la gestión diaria. 

 

“En aplicación del principio de igualdad, es necesario que la 

legislación positiva contemple cargas tributarias similares para 

todos los contribuyentes cuyas riquezas sean semejantes. Lo 

dicho no significa, en modo alguno, que la igualdad buscada 

tenga indispensablemente que ser numérica sino que, como dice 

Giuliani Fonrouge, se asegure el mismo tratamiento a quienes se 

encuentren en análogas situaciones” (Almeida Guzman, 2001, 

pág. 37) 

 

Acotamos pues que la igualdad además representa un axioma que exige 

concordancia con la capacidad contri butiva del c ontribuyente a fin de que 

quienes mayores ingresos tengan, paguen más y quie nes tengan una renta o 

menores facilidades de adquisición paguen sumas acorde a sus ingresos. 

 

 Principio de Progresividad:  

“Este principio refleja más un concepto político que técnico. Se dice que 

la progresividad, como principio, tiene por objeto hacer justo el sistema, 

de tal manera que el legislador atienda la capacidad contributiva de las 

personas, y los gravámenes no sean simplemente proporcionales, sino 

que, quien tenga mayor capacidad contributiva, asuma obligaciones 
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mayores, y su cuantía sea más que proporcional a esa mayor 

capacidad”. (Lewin Figueroa, 2002, pág. 106) 

 

Por lo tanto la progre sividad permite al Es tado que sus  exigencias 

económicas sean satisfechas acorde a la capacidad contribut iva del 

individuo, la cual será eje central para la determinación tributaria. 

 

 Principio de Irretroactividad: “Es reconocido principio, que obliga al 

intérprete y a quienes deben aplicar las normas – más no al legislador -, 

que éstas tienen vigencia a partir de su sanción y hacia el futuro, según 

el criterio de la normalidad de los casos.” (García Belsunce, 2003, pág.  

628) Por lo tanto la  ley sólo rige par a lo venidero s in tener efecto para 

circunstancias ocurridas antes de su promulgación a menos que tenga 

algún efecto benigno para el contribuyente. 

 

Nadie duda de que los medios de que el Estado se vale para cumplir sus 

fines son esencialmente medios económicos, dado que con ellos puede 

obtener los servicios personales y los bienes instrumentales y de consumo 

necesarios para su subsistencia y para el desenvolvimiento de las misiones 

que debe cumplir en la vida, pero ello no conduce fatalmente a la conclusión 

de que la actividad que el Estado despliega para la obtención e inversión de 

tales medios económicos sea también en su esencia de carácter 

económico. (García Belsunce, 2003, pág. 7) 

 

Entendemos pues que el Estado busca los fondos suficientes para concretar  

sus fines y para la satisfacción de las necesidades públicas en pos del bien 

común. Es así como nace la fac ultad de imponer tributos de forma prevista en 

la misma Constitución a través de las finanzas públicas y potestad tributaria.  

 

Visto que la política tributaria es uno de los ejes centrales de la economía 

estatal ésta está constreñida por: el pode r tributario y la res erva de le y, la 

facultad reglamentaria, gestión tributaria y la facultad sancionadora.  
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1.1.1 Poder Tributario y Reserva de Ley: 

 

Ésta es la potestad de establec er, modificar y crear contribuciones mediante la 

normativa legal pertinente para el correcto ejercicio de la  política tributaria, la 

cual nace de la voluntad s oberana plasmada en la Consti tución. Por lo tanto el 

poder tributario se res ume en la potestad de emanar la política tributaria en la 

ley.  La reserva de ley  es la obligación de que sea precisamente a través de la 

ley que se realice cualquier modificación. 

 

El poder tributario principalmente es ejercido por la Función Ejecutiva como se 

determina en el Artículo 261 de la Cons titución que señala al Estado Central 

como el que ejercerá competencia exc lusiva sobre la política tributaria, Artíc ulo 

que es concordante con el Artículo 301 de l mismo cuerpo constitucional  que 

señala categóricamente que de la interacción de funciones del Ejecutivo (poder  

tributario) y la Asamblea Nacional (re serva de ley) se podrá establecer, 

modificar, exonerar o eximir im puestos, requiriendo obligat oriamente que la 

propuesta salga del Ejecutivo y la nec esidad de que este sea apr obado por la 

Asamblea 3. Orientar los excedentes de liquidez hac ia la invers ión requerida 

para el desarrollo del país. Nacional; así mismo esto tiene relación con lo 

prescrito en el Art. 132 numeral 3 de la Constitución de  la República que 

categóricamente indica: “….Las política s monetaria, crediticia, cambiaria y  

financiera tendrán como objetivos: 3. Ori entar los excedentes de liquidez hacia 

la inversión requerida para el desarrollo del país.”  

 

Esto da como resultado que se a el Ejecutivo el princi pal actor en la polític a 

tributaria mediante la facultad de presentar proyectos de ley que determinen e l 

marco de acción de dicha  política , otorgándole como seguridad jurídica el aval 

de la Asamblea Nacional. La exigenc ia de que la Ley deba s er expedida y  

aprobada a través de la Asam blea está contenida en el Ar tículo 120 de la 

Constitución que señala entre los deberes de la As amblea Nacional el “ crear, 

modificar o suprimir tributos mediante ley” y la espec ificación del Artículo 3 del 

Código Orgánico Tributario que exige que el ordenam iento jurídico tributario se 
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ceñirá únicamente a la expedición de leyes aprobadas por parte de la 

Asamblea Nacional.   

 

Además el Presidente de la República goza de poder tributario para fijar o 

modificar tarifas arancelarias de aduana.   

 

“El ejercicio de la Potestad Tributaria que tiene reservado el Estado debe 

seguir los lineamientos señalados por la Constitución, tanto para el 

establecimiento de los tributos como para la actuación de la autoridad en 

la aplicación de la ley, conforme a las garantías individuales que 

constituyen el límite de actuación del Estado frente a los particulares.” 

(Delgadillo Gutierrez, 1995, pág. 54)  

 

Es así como la polític a tributaria debe ser consonant e al espíritu contenido en 

la Constitución, que se va a reflejar en el contenido de la ley y en las directrices 

que rijan la administración tributaria, que en el caso de Ecuador debe guardar  

relación con la garantía de derechos y el debido proceso. 

 

1.1.2 Facultad Reglamentaria: 

 

Esta es la facultad de viabilizar  el contenido de la ley emanada con poder 

tributario, para determinar específi camente como se cumplirán las 

disposiciones contenidas en la ley. El  Artículo 7 del Código Orgánico Tributario 

dice que esta facultad corresponde únic amente al Presidente de la Repúblic a 

mediante la expedición de reglamentos para la aplicación de la ley tributaria. 

  

Por otra parte en lo concerniente a la autoridad encargada de ejecutar la 

política tributaria que corresponde al Servic io de Rent as Internas, su Director 

General podrá ejercer la facultad reglamentaria únicamente en el ámbit o de 

aplicación que le corr esponda, de igual fo rma podrá el Gerent e General de la 

Aduana del Ecuador SENAE. Esta facultad la  ejercerán a través de circulares y 
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disposiciones generales buscando facilitar una correcta administració n y 

mejorando sus respectivos sistemas. 

 

La facultad reglamentaria tiene como limitación tributos,  o bligaciones y 

exenciones que se no se hayan abordado en la ley por lo tanto no se puede 

modificar o alterar el sent ido original de la ley, por  lo tanto no s e podrá crear 

ley. El incumplimiento de esta limitaci ón acarrea responsabilidad por abus o de 

autoridad quien fuera responsable de dictar la orden ilegal. 

 

Adicionalmente en el Artíc ulo 8 del Código Orgánico Tributario se otorga 

facultad reglamentaria tant o a municipalidades y c onsejos provinciales en los  

casos que la ley especifique.  

 

1.1.3 Gestión Tributaria: 

 

La Gestión Tributaria es la c oncatenación de todos los deber es y obligaciones 

tributarias por parte de la administración para materializ ar el c ontenido de la 

norma expresa, es así como ésta únicamente corresponde al organismo que la 

ley señale como competente.  En el c aso de Ecuador este es el Servic io de 

Rentas Internas, el cual tiene la tarea de realizar los procesos de determinación 

a los contribuyentes, de recaudar tri butos, de absolv er consultas en materia 

tributaria y resolver reclamos. La gestión tr ibutaria está definida en el Artículo 9 

del Código Tributario, y ahonda en el Artí culo 72 en el cual se divide a  la 

gestión tributaria en dos distintas que serían la de determinación y recaudación 

y la de r esolución de reclam aciones, aunque no se considere aquí  la 

absolución tributaria se entiende comprendida ésta. El Artículo 73 establece los 

principios que rigen estás actividades que son la simplificación, la celeridad y la 

eficacia. 

 

La simplificación se entiende como la necesidad de un empleo c laro y preciso 

tanto del lenguaje para que toda dispos ición y procedimiento a emplear la 

administración sea de fácil ent endimiento por parte de la generalidad de 
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contribuyentes. Al ser las relaciones tr ibutarias de imperante importancia tant o 

en la esfera económica del Est ado como de los contribuyentes, los cuales  

involucra a casi la totalidad de individuos  en el país ya sea de forma directa o 

indirecta, es necesario que todas las acciones a r ealizarse lleven consigo 

procedimientos simplificados. Es  importante que no s ea necesario más gas to 

en proporción a lo que se recauda, para lo  cual la gestión debe ser con eficacia 

y celeridad. Estos principios marcan la importancia de la gestión tributaria, pues 

mediante una óptim a administración los contribuyentes son retribuidos con 

obras que satisfagan las necesidades sociales.                            

                                                                                                

1.1.4  Potestad Sancionatoria 

 

La potestad Sancionatoria se deriva de las  antedichas prerrogativas 

constitucionales y legales, preestablecidas, y con la necesidad intrínseca de ser 

ejercida por el órgano competente para regentar la gestión tributaria co mo 

parte de está, sin menoscabo de la pos ibilidad contenida, nuevamente en la 

Constitución y  en la ley de que sea ejercida por Municipios  y  Consejos  

Provinciales en situaciones determinadas. 

 

La Potestad Sancionatoria nace de la relaci ón jurídica tributaria existente entre 

el sujeto activo (Estado) y el suje to pasivo (Contribuyentes). Dicha relación 

jurídica tributaria nace de la ley, al  contener una situación concr eta y señalar 

las consecuencias derivadas de esa situac ión prevista. En la ley se contiene la 

relación jurídica entre los s ujetos a través del hecho generador y de la 

obligación tributaria. En nuest ro ordenamiento jurídico se pr evé el hecho 

generador como una situación concreta prevista que al ocurrir genera este 

vínculo jurídico entre los sujetos a tr avés de una obligación,  que se conoc e 

como la obligación tributaria. 

 

El autor Delgadillo G utiérrez señala que: “ La relación jurídico tributaria es un 

vínculo que une a diferentes sujetos respecto de la generación de 

consecuencias jurídicas consistentes en el nacimiento, modificación y 
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transmisión ó extinción de derechos y obligaciones en materia tributaria” 

(Delgadillo Gutierrez, 1995,  pág. 97) Por lo tant o primero nace el hecho 

generador, que es una situación prevista en la ley que al cumplirse genera una 

obligación. Esta obligación es la cons ecuencia del acontec imiento y el nexo 

para exigirlo a determinado sujeto determinado también en la ley. .  

 

“Algunos autores alemanes han sostenido que en materia tributaria la 

relación existente entre el Estado y los particulares no es una relación de 

derecho, sino una relación entre un poder superior y unos sujetos 

sometidos a ese poder, por lo cual la han designado con el nombre de 

Gewaltverhaltnis, que quiere decir relación de fuerza o relación de 

poder”. (Jarach, pág. 370)  

 

Esta relación no es considerada por las tendencias actuales. Si bien hoy en día 

se  permite y facult a a la autoridad tanto a ejercer la determinación,  la 

recaudación y sancionar. No obstante, el contribuyente puede exigir derechos 

en caso de errores de determinación, pago en exceso, absolución de consultas, 

etc. Por medio de la relación jurídica tributaria los sujetos tienen derechos y  

obligaciones que cumplir o exigir.  

 

Es indispensable que tanto el hecho gene rador como la obligación tributaria 

tengan la característica ex lege, que quiere decir estar contenido en la ley, ya 

que sin esta condición no tendría exig ibilidad jurídica. Sin embargo para s er 

exigible la obligación tributaria y s ancionada necesita adicionalmente el pas o 

del tiempo.  

 

Si bien el Código Orgánico Tr ibutario señala como nac imiento de la obligación 

tributaria la realizac ión del presupuesto  para cumplir el tribut o (Artículo 18) 

pese a ser este un criterio restrictivo solo  al nacimiento del tr ibuto, ya que en la 

realidad la obligación nace de má s presupuestos, no únicamente por el 

nacimiento del tributo. 
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“Este presupuesto de hecho se compone, a su vez, de diferentes 

elementos; en primer término los hechos objetivos contenidos en la 

definición legal del presupuesto; en segundo término la determinación 

subjetiva del sujeto o de los sujetos que resulten obligados al pago del 

gravamen y el momento de vinculación del presupuesto de hecho con el 

sujeto activo de la imposición en tercer término, la base de medición, 

llamada también base imponible, esto es, la adopción de parámetros que 

sirvan para valorar cuantitativamente los hechos cuya verificación origina 

la obligación; en cuarto término la de limitación en el espacio y en el 

tiempo de esos hechos; en quinto término la cantidad expresada en una 

suma finita o bien en un porcentaje o alícuota aplicable a la base 

imponible, que representa o arroja como resultado el quantum de la 

obligación tributaria.” (Jarach, pág. 376) 

 

Por lo tanto al generarse el presupuesto fáctico contemplado en la ley y recaer 

este a un sujeto determinado nace la obligac ión tributaria que será exigible por 

parte de la autoridad tributaria competente. 

 

El Artículo 19 señala que la obligac ión será exigible al ti empo que la ley lo 

señale o subsidiariamente al momento de vencido el plaz o otorgado al 

contribuyente para efectuar la liquidac ión y determinación co rrespondiente. De 

ser el caso que corresponda a la autori dad la determinación,  será exigible 

únicamente al día siguiente de ser notificado el individuo. 

 

Señalado esto podemos acot ar que al existir una ob ligación tributaria exigible 

por parte del sujeto activo, nace la pot estad de sancionar su omisión. Para 

ejercer la potestad sancionador a la aut oridad competente se sujetará a las 

disposiciones contenidas en el Código Orgánico Tributario y alternativamente a 

los principios del derecho penal común, en el caso de delitos.  
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“Las relaciones del derecho financiero con el derecho penal tuvieron en 

las últimas décadas gran desarrollo por la aparición en los 

ordenamientos europeos y latinoamericanos, de regímenes penales 

tributarios con la finalidad de garantizar – por medio del fenómeno 

sancionador – la efectiva vigencia de ciertos sectores del propio derecho 

financiero.” (García Belsunce, 2003, pág. 42) 

 

Es así como de la evoluc ión del derec ho penal tributario, tenemos que la 

potestad sancionadora esté contemplada  en el Libro Cuarto “Del Ilícito 

Tributario”. En el cuál se contemplan si tuaciones específicas que originarán la 

potestad de sancionar, derivada de la ob ligación tributaria, de la relación 

jurídica tributaria entre el sujeto pasiv o y el sujeto activo, o de la transgresión 

de la ley.  

 

 “La sanción es la consecuencia jurídica impuesta por el legislador, para los 

casos de incumplimiento de un deber jurídico. En el derecho penal existe el 

principio nulla poena sine lege” (Monroy Cabra, Introducción al Derecho, 20 03, 

pág. 271)  Esto permite indudablemen te que cualquier sanción que la 

administración o el juez desee im poner deberá necesar iamente estar 

contemplada previamente en la ley. Presupuesto que otorga seguridad jurídica 

a los sujetos dada la regulación previa en la ley. 

 

Es determinante que los sujetos pasivos colaboren con la Adminis tración para 

una correcta y diligente gestión, es así como la Admin istración podrá tutelar los 

intereses públicos encomendados para el  efecto y  tendrá la posibilida d de 

sancionar y requerir el cumplimient o de las ciertas obligac iones con 

observancia de las libertades y derechos reconocidos al sujeto pasivo.  

 

Acorde al Artículo 314 del COT se señala que infracción tributaria “Constituye 

infracción tributaria, toda acción u omisión que implique violación de normas 

tributarias sustantivas o adjetivas sancionadas con pena establecida con 

anterioridad a esa acción u omisión.” Lo cual refleja una similitud con el Código 
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Penal al preestablecer la necesidad de que exista una sanción previa contenida 

en la ley, por lo tanto no se podrá sancionar aquellas conductas u omisiones  

que ésta no prevea con anterioridad.  

 

El legislador ha previsto una proporción para las sancion es basada en la 

diferenciación de las conductas y su  repercusión según su gravedad 

determinando en el Artículo 315 que las  infracciones se  dividirán en delitos, 

contravenciones y faltas reglamentarias. En el caso de los delitos  estos deben 

estar especificados en la ley.  

 

Como sucede en el Código Penal, en materia tributaria los delitos son de mayor 

gravedad y se les atribuye dolo restri ngiendo el derecho del pr ocesado para 

presentar pruebas que demue stren la ausencia de dolo, de concienc ia y 

voluntad para transgredir la ley, desc onociendo la diferencia que podría exis tir 

por ejemplo con la c ulpa, que en palabras de ALESSANDRI y SOMARRIBA,  

recogido en el fallo de la Corte Suprema de Justicia, dentro del proceso numero 

254/06 de fecha 29 de junio de 2006, publicada en el Regi stro Oficial N0. 426 

de fecha 22 de dic iembre de 2006, es: ¨ La falta de diligencia o cuidado que 

debe tenerse en el cumplimiento de una obligación. No basta que una 

obligación haya dejado de cumplirse para que el deudor sea culpable, sino que 

es necesario por ejemplo, que no cumpla la obligación en el plazo convenido o 

la cumpla imperfecta o irregularmente; que el incumplimiento sea culpable, esto 

es que provenga del hecho del deudor, de su falta de diligencia o cuidado, 

porque por regla general no hay culpa cuando la falta de cumplimiento proviene 

del caso fortuito; que el incumplimiento tardío, incompleto o irregular cause 

daño al acreedor; que el deudor este constituido en mora, claro está esto en el 

escenario de la responsabilidad civil extracontractual.” Es decir, como se ha 

dicho la norma punit iva tributaria no  permite la posibili dad de desvanecer el 

dolo, sino que comprobada que sea la acc ión u omis ión de evasión tributaria, 

se estaría frente al ilícito como tal, co mo una característica ontológica de su 

consumación, siendo esa culpa grav e, negligencia grave o culpa lata, 

equivalente al dolo, es decir sin distinguir la diferencia que en la doctrina civil 
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existe entre el dolo y la culpa, si no que se pr esumiría la mala fe, la 

determinación de perjudicar o c ausar daño al Estado, sin que sea nec esario 

comprobar la imprudencia, negligenc ia, impericia, o imprecisión,  inclusive el 

ánimo positivo de causar daño, porque ev identemente la acción u omisión de 

defraudación tributaria estaría beneficiando al infractor en desmedro directo de 

la administración tributaria, consecuentemente del bien común por lo que esa 

recaudación significa para el sistema económico de un país.  

 

Finalmente las faltas regl amentarias son aquellas que  no están dentro de un 

tipo penal ni como una contravención y son más generales. Son todas aquellas  

acciones u omisiones del individ uo que violan regl amentos o normas  

secundarias y que como en el resto de esferas del Derecho s u 

desconocimiento no exime de culpa.  

 

Por lo tant o la facultad sancionadora en virtud de la ley establece cóm o y 

cuales serán medidas de sanción ap licables a determinadas conduc tas, 

siempre que estas generen un perjuicio a la sociedad con la finalidad de 

reprimir y prevenir futuras infracciones.  

 

La clausura en nues tro país nace jurídi camente en su concepción c omo 

sanción en el Código Orgánico Tributario Artículo 323 que establece en el literal 

b) la claus ura de est ablecimientos o ne gocios en el caso de infracciones. Y 

establece que esta pena se im pondrá sin perjuicio del co bro del tributo por la 

cual se originó, ni de los intereses de mora que se generaron. 

 

Es así como nace la sanc ión de la cl ausura, al existir pr eviamente la 

determinación de cierta obligación tributaria que genera en una relación jurídica 

tributaria que en determinado plazo se rá exigible y  de no ser acatada y  

satisfecha será sancionada como deter mina la ley, siendo en determinados  

casos la sanción de la c lausura. Esto con la finalidad de c ontrolar 

comportamientos mediante los cuales el sujeto pasivo trata de evitar que nazca 

la obligación tributaria mediante la elus ión de la norma tributaria. Sin embargo 
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es necesario analizar si es o no per tinente en nuestro ordenam iento jurídico y 

realidad económica.  

 

1.2. Doctrina respecto a la medida sancionatoria de la clausura 

 

“Las características propias de la norma jurídica (coactividad, 

imperatividad a todo trance, entre otras) exigen que se prevea la 

reacción del ordenamiento jurídico- tributario ante sus posibles 

violaciones, al igual que en cualquier otra parcela del orbe jurídico. 

Mediante tal reacción se persigue el restablecimiento del orden jurídico 

conculcado, por un lado, y por otro, la adopción de medidas represivas y 

ejemplificadoras que favorezcan que no se vuelva a producir el 

comportamiento lesivo para los intereses que protege la norma tributaria” 

(Cazorla Prieto, 2001, pág. 529) 

 

En principio la norma contiene los pr eceptos desde su formulación para poder 

ejercer coactividad a través de sanciones y penas a quienes mediante acciones 

y omisiones se contrapongan a sus precep tos, de tal forma que garantice  un 

orden social bajo su vigencia. 

 

“Son cinco, pues, los elementos que caracterizan a la sanción tributaria: su 

presupuesto, el contenido, la finalidad, el órgano competente para su 

imposición y el procedimiento que debe seguirse para hacer efectiva la 

potestad punitiva” (Aneiros Pereira, 2005, pág. 23)  Es así como la sanción 

debe estar contenida claramente en la norma legal, esto le da la característica 

de penal a diferencia de las infracciones civiles que dan apertura a su sanción y 

a su delimitación.  

 

 Luis María Cazorla además señala 5 elementos de la infracción tributaria: 

 Acción: Entendido como la acción u omisión en sí. 

 Tipicidad: La necesidad de que las a cciones y omisiones estén 

constituidas con precisión y claridad en la norma jurídica. 
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 Punibilidad: La existencia de una pena aplicab le a la vulneración de 

bienes tutelados jurídicamente. 

 Legalidad: La exigencia de que la sanc ión y el tipo sean contem plados 

en la ley.  

 Culpabilidad: Es requisito la culpabilidad aún como negligencia leve.  

 

La sanción de la clausura entra en el ám bito penal tributario a partir de una 

tendencia penalista que “surgió en Alemania a fines del siglo XIX, frente al 

debilitamiento de la moral fiscal y como reacción ante la teoría que consideraba 

los fraudes de índole fiscal como infracciones de una categoría especial, 

sujetas al mismo régimen de contravenciones de policía.” (García Vizcaíno, 

2000, pág. 314) Es así como con el desarrollo de la d octrina y del derecho s e 

origina esta sanción, como sus titución a la privac ión de libertad personal. La 

finalidad es no dejar en la impunidad la s afectaciones al fisco regulándola 

mediante una coerción.  

 

La finalidad de las sanciones tributarias es  de carácter preventivo- represivo, lo 

que quiere decir que además de  castigar al que cometió la infrac ción intenta 

intimidar a futuros infractores.  

 

“La sanción no persigue sólo reprimir la infracción cometida sino también 

prevenir la comisión de futuras infracciones tanto por el mismo sujeto 

como por el resto de la colectividad. Así las cosas, nada tiene que ver la 

sanción tributaria con aquellas otras medidas, tanto pecuniarias como no 

pecuniarias, que tratan de restablecer el orden perturbado.” (Aneiros 

Pereira, 2005, pág. 23)  

 

Por medio de la s anción se intimida a los contribuyentes para que acaten s us 

deberes. Por otra parte, entre los  derechos del contribuyente está la exige ncia 

de que la competencia de la autoridad esté señalada en la norma legal y que el 

procedimiento de aplicación sea claro y conciso como garantía de seguridad 

jurídica. 
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Para quienes defienden la  finalidad retributiva de  las s anciones, buscan 

mediante el castigo devolver el mal causado a quien se le atribuye. Esta 

tendencia se relaciona con la Ley del Talión en la que se pretendía castigar las 

conductas con el mismo daño que el agent e causaba, es decir devolviéndole el 

daño causado en igual proporción.  

 

“Las penas, en general, cumplen con una finalidad retributiva, en el 

sentido kantiano de que el Estado retribuye con un mal (castigo) a quien 

se ha rebelado libremente contra su ley, de modo que no se castiga al 

inculpable.” (García Vizcaíno, 2000, pág. 346).  

 

Hoy en dí a se puede decir que en Ecuador  las sanciones tributarias tienen 

como finalidad fortalecer la cultura tributaria a través de una posición preventivo 

represiva, y para alcanzar esta finalidad es necesario analizar si la sanción de 

la clausura es proporcional al perjuicio causado y al bien jurídico protegido.  

  

“El bien tutelado tiene una doble función: como método de interpretación 

de la ley y, como elemento que determina cuando una conducta lo 

lesiona o lo ha puesto en peligro de manera suficiente como para 

merecer reproche y, por ende, ser sancionada.” (Álvarez Echangüe, 

2004, pág. 33)  

 

La conducta que se s ancionará debe ser c omprobada objetivamente respecto 

de si exis tió realmente una v ulneración del bien tutelado y que ésta s e 

enmarque dentro de la ley  para propender al cumplim iento de los deberes de 

colaboración del contribuyente sin resultar lesiva y contraproducente dentro del 

sistema económico impositivo. 

 

“El bien jurídico tutelado por esta norma legal es, indudablemente, ese 

conjunto de facultades de fiscalización y verificación que posee la 

Administración Fiscal y que se plasma en la exigencia de cumplimiento 
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de un determinado número de deberes formales por parte de los 

contribuyentes y demás responsables.” (Alurralde, 2009, pág. 240) 

 

 En este s entido no se habla de precaut elar la Renta Fisca l sino la actividad 

fiscalizadora y su poder de exigir  el cumplimiento de las disposiciones legales. 

Es importante tomar en cuent a que si bien existe la tendenc ia de proteger el 

conjunto de facultades de la Administ ración también se debe proteger los  

derechos del c ontribuyente a través del  correcto ejercicio d e facultades, 

principalmente la de gasto público.   

 

“En Argentina La Corte  Suprema de Justicia de la Nación ha ido más 

allá  en la apreciación del bien jurídico protegido extendiéndolo, además 

del ejercicio de una adecuada actividad fiscalizadora, al correcto 

funcionamiento del sistema económico y la erradicación de circuitos 

marginales de circulación de los bienes.” (Alurralde, 2009, pág. 240) 

 

La importancia de proteger a la Administración y al conjunto de facultades que 

posee impulsará a er radicar la evasión y a lograr que exista equidad tributaria, 

pues todos los contribuyentes estarán constreñidos a cumplir sus deberes con 

el Fisco, sin distinc ión. De es ta forma el sistema impositivo  y el orden 

económico social se precautelarán. Es  importante pues reflexionar como 

proteger este bien jurídico, sin que su  protección vaya en detrimento de los  

derechos del contribuyente. Que las sanciones impuestas para crear una 

cultura tributaria no sean tan exc esivas, que a más de no lograr su 

cometimiento, se reviertan ocasionando grandes perjuicios al contribuyente.  

 

Cuando nos referimos a sanc iones por infracciones de tipo material, nos  

referimos a aquellas  que protegen al Es tado en lo que r especta a la 

recaudación. El Estado tutela su Pres upuesto ya que es de orden público p ara 

la consecución de sus finalidades, por lo cual este tipo  de infracciones se 

generan cuando no se pagan los tributos.  
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Por otro lado tenemos las sanc iones de tipo formal, como es el caso de la 

clausura.  Esta es una sanción admin istrativa de tipo formal, ya que es  

impuesta a contravenciones. Est o quiere decir que es por incumplimiento de 

deberes formales. Entre las infracci ones formales están el no presentar  

declaraciones, no cumplir con los requ isitos para el Regist ro Único de 

Contribuyentes ó inc umplir los requerimientos de información por parte de la 

autoridad tributaria. Estos son incumplimientos de deberes que el contribuyente 

tiene para facilitar la gestión  tributaria en la ór bita de la verificación y 

fiscalización.  

 

Es importante para generar una real cultura tributar ia que el contribuyente 

entienda la función de la administración y confíe principalmente en su gestión 

tanto de recaudación como gasto. La única forma de motivar al contribuyente a 

acatar sus deberes formales, materiales y en general a colaborar con la gestión 

administrativa es a través de la c omunicación en base a la transparencia en la 

gestión y la confianz a. La Com unicación entendiéndose como  la información 

que éste tiene derecho a recibir, info rmación de cómo se destinan los  

impuestos recaudados, los beneficios de cumplir con las  disposiciones de l a 

autoridad administrativa como la pronta respuesta a quejas y consultas.   

 

“Ello no impide empero, puntualizar que existen fundadas dudas acerca 

que, si a nivel de capitación población se ha tomado conciencia a lo que 

apunta la sanción de clausura, o si por el contrario dicha población 

entiende que el accionar del Estado Nacional en el campo económico 

actual le ha quitado legitimidad al mismo para penalizar conductas que 

resultan tan disvaliosas como las que ejecuta dicho Estado en muchos 

supuestos de la vida económica que ejercen los ciudadanos.” (Lascano, 

Diaz, & Sieiro, 2002, pág. 532)  

 

A mi parecer se debe fortalecer la cultur a tributaria, por lo cual es importante 

impulsarla. Mediante la teoría de la pr evención especial, en la que si bien  se 

castiga para no dejar los ilícitos en la impu nidad y se intimida, la finalidad real 
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es educar. “También a las penas puede atribuírseles la finalidad de prevención 

especial que explicaba Von Liszt, por la cual, según la índole y la categoría a 

que en consecuencia pertenezca el delincuente, se lo debe intimidar, 

resocializar o neutralizar, a fin de proteger los bienes jurídicos.” (García 

Vizcaíno, 2000, pág. 346)  Por lo tanto la sanción de clausura si bien puede 

servir para intimidar, debe manejársela de tal forma que su imposición no 

represente una sanc ión exagerada. Es as í que si el motivo de la sanc ión es 

subsanado esta debería ser levantada. 

  

“Considero además que el cierre del comercio, al interrumpir una de las 

etapas de circulación económica, le ocasiona al apelante un perjuicio 

patrimonial que también alcanza a las arcas del Estado, que recauda 

una suma menor por los impuestos derivados de la actividad comercial, 

lo cual, afirmó agrava aún más la crítica situación económica del país.” 

(Alurralde, 2009, pág. 242)  

 

La clausura de un local comercial durante 7 días representa la cuarta parte de 

los ingresos mensuales. En muchas ocasiones por no generalizar a la totalidad 

de contribuyentes es precisamente ese el período en el que se da la posibilidad 

de ganar lo suficiente para generar ingresos y pagar las deudas relativas al giro 

del negocio, a la inversi ón para su funcionamiento co mo la poca utilidad de la 

actividad. 

 

“Empero en la sanción de clausura, cumplida esta y su posterior 

revocatoria por la justicia, causa en todos los casos gravamen 

irreparable atendiendo a que durante el periodo de clausura no solo  se 

deben satisfacer las obligaciones previstas por la propia ley” (Lascano, 

Diaz, & Sieiro, 2002, pág. 535)  

 

En consecuencia el perjuicio ec onómico puede ser insalvable, particularmente 

en provincias con menos afluencia c omercial que las principales como 

Pichincha y Guayas en las que el movi miento económico diario y de cons umo 
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es masivo, permitiendo ligeramente una mayor oportunidad para la 

recuperación de los ingresos faltantes a causa de la clausura.  

 

“la obligación de los particulares de cooperar con la Administración surge 

del principio que encomienda a esta la tutela de ciertos intereses 

públicos, otorgándole en consecuencia, poderes sobre aquellos para 

requerirles determinados comportamientos, siempre que no sean 

vulneradas las libertades que salvaguarda la Constitución” (García 

Vizcaíno, 2000, pág. 2) 

 

Visto de ese modo es importante analizar la pertinencia de esta sanción y los 

efectos económicos perjudiciales de s u imposición actual. Des de que rige la 

sanción de clausura en Ecuador hasta hoy en día la finalidad intimidatoria de la 

sanción ha dado los frutos que pudo dar fort aleciendo la cultura tributaria. Sin 

embargo hoy ya son inferiores el núm ero de claus uras ejecutadas con un 

perjuicio económico alarmante dada la s ituación económica en el país, por lo 

cual su imposición ya no representa una verdadera necesidad en el Ecuador.  

 

Adicionalmente el autor argentino Luis Giangreco reflexiona que  

“resulta verdaderamente elogiable, en el sentido de atenuar los efectos  

del mandato legal, considerando por un lado lo desproporcionado de las  

sanciones en determinados supuestos,  y al mismo tiempo la enorme 

cantidad de normas que rigen la cuestión no integradas en un solo 

cuerpo” (Giangreco, 2002, pág. 6) 

 

Por lo tanto, es necesario analizar  cómo la incongruencia entre el 

procedimiento de impugnación, la facult ad sancionatoria y la determinación del 

ilícito tributario afecta a la correct a administración tributaria y menos caba 

derechos de los contribuyentes (como el derecho a la defensa), siendo así  

urgente una reforma legal que permita definir el marco de aplic ación de 

sanciones afines a la Constitución y a los intereses de la Autoridad competente 

en materia tributaria. 
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“La constante utilización que hace el Estado de medios “persuasivos” 

para el acatamiento poblacional a políticas tributarias muchas veces de 

difícil justificación legal, han llevado en los últimos tiempos al paroxismo 

de dictar sanciones de clausura por doquier sobre la sede productiva de 

los contribuyentes, sanciones que han adquirido por su falta de tacto 

administrativo en cuanto a su aplicación, muestras de verdaderos 

presupuestos de terrorismo administrativo como con precisión para 

casos análogos lo ha definido Fernando Pérez Royo.” (Lascano, Diaz, & 

Sieiro, 2002, pág. 532) 

 

Existe una fuerte tendencia que rec haza a la c lausura por consider arla 

atentatoria a ejercer los derechos de ejercer actividades económicas libremente 

y que justifica la imposición de la c lausura en cas os excepcionales como el 

resguardo de la salud pública. En otras palabras solo en casos extremos en los 

que sea necesario evitar la circ ulación de productos dañinos a la población o 

evitar que se sigan explotando laboralmente a menores ent re otros justificaría 

la imposición de la clausura a través de la orden de un órgano judicial.  

 

“Mientras que en principio sería aceptable la posibilidad de que el control 

judicial del acto que dispone la clausura sea posterior a que la misma 

sea cumplida en los casos de clausuras preventivas donde existían 

razones de urgencia, en cambio, no es aceptable la misma conclusión 

en los casos de clausuras de índole sancionatoria. Ello así porque las 

clausuras afectan en forma manifiesta la garantía constitucional de 

trabajar y ejercer industria lícita. (Lascano, Diaz, & Sieiro, 200 2, pág. 

535)  

 

En vista a la realidad económica act ual y que el bien jurídico protegido 

realmente es la facultad sancionadora y no el perjuicio eco nómico que se 

causa al Estado por la no facturac ión, considero que la sanción m ás 

proporcional es la de la multa pecuniaria en vez de la sanción de la clausura.  
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La multa interfiere en la voluntad y no en el patrimonio en si como la clausura. 

Mediante esta sanción se cumple la  finalidad pr eventivo- represiva en 

proporción al daño causado y a la capacidad contributiva del infractor. 

“Multa pecuniaria. Puede ser fija o proporcional. Se aplicara como 

criterio general sobre la cuota tributaria y los posibles recargos 

integrantes de la deuda tributaria, sobre las cantidades que hubieran 

dejado de ingresarse o sobre el importe de los beneficios o devoluciones 

indebidamente obtenidos.” (Cazorla Prieto, Derecho Financiero y  

Tributario Parte General 2nda. Edición, 2001, pág. 540) 

 

Dentro del ámbito de mult as proporcionales encontramos lo c itado por el autor 

español Jaime Aneiros respecto al  sistema de los días multa. “ El sistema de 

días multa pretende ofrecer mayores posibilidades de individualización, tanto 

respecto al hecho punible como a la situación económica del reo y fue 

introducido en 1995 por el Código Penal.” (Aneiros Pereira, 2005, pág. 28) Este 

sistema permite adecuar la mult a a la capacidad económica del contribuyente 

individualizando así la sanción. El porcentaje se calcula respecto al importe del 

daño causado y aumenta proporcionalment e según los días de impago. Es  

importante fijar un límite y la proporción de cálcul o en base al registro de 

ingresos promedio del contribuyente. 

 

“En el ámbito de las sanciones tributarias no rige ni ha regido nunca el sistema 

de los días multa, pese a que ello supondría una sustancial mejora del 

cumplimiento de los fines de la sanción.” (Aneiros Pereira, 2005, pág. 28)  Este 

sistema sería un gran avance dentro de nu estra legislación. Hay que tomar en 

cuenta que la impos ición de la sanción de clausura afecta en proporciones  

desiguales a los contribuyentes dependien do de las fechas y las zonas en las  

que concurren siendo diferente el daño caus ado en una provincia pequeña en 

temporada alta es decir por ejemplo navidad que la clausura en Guayaquil que 

existe mayor afluencia de ventas durante el año.  
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Finalmente la Vigencia de la ley  debe ser concordante con la realidad social y 

económica. Los preceptos vigentes para la clausura a locales  comerciales, 

como analizaremos  está basada principalm ente en los literales  a) y b) de la 

Disposición General Séptima de la Ley N°24, promulgada en el año 1999. Por 

lo tanto es urgente analizar su conc epción para determinar si perdura 

realmente una necesidad en la realidad actual.  

 

Para la vigencia de cualquier ley es importante que esta tenga una validez  

legitimada por la r ealidad social, que su formulación y v igencia estén 

justificadas por necesidades soc iales urgentes y en curso. Caso contrario s i 

desaparecen los elementos que propiciaron su formulación y  dado que las  

circunstancias sociales evolucionan urge modificar la ley. Si la  realidad social y 

económica no amerita, esta debería ser reformulada. De este modo, es c ómo 

evoluciona la norma legal, en el tiempo y espacio.  

 

A partir del año 2009, el mundo entero ha sufrido un  desajuste económic o, 

reflejo de lo cual millones de personas  han perdido sus empleos. Muchas  

empresas y negocios  unipersonales han tenido que cerrar o se han vis to 

perjudicados en su actividad ec onómica. Por lo tanto considero exagerado que 

una sanción obligue a un comerciante a ce rrar sus puertas durante la cuarta 

parte del mes. El perjuicio ec onómico en cadena que se ocasiona no solo 

perjudica al comerciante sino a  sus depe ndientes, familiares y  finalmente al 

Estado. Este perjuicio económico a su vez representa la fuente para accede r a 

muchos servicios indispensables  para el buen vivir, como es  el caso de la 

educación, medicina, alimentación, entre otros. Por lo tanto es un poc o 

incoherente que exista una sanción tan drástica por una contravención. 

 

Si bien el contribuyente ti ene la posibilidad de repetir  contra el Estad o, la 

perdida generada no justifica la imposición de la c lausura, y menos de caber 

indemnización pues el Estado tendr ía que desembolsar una cantidad muy 

superior  a la ocasionada.  
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Además es evidente que es una sanció n exagerada para el escaso daño 

producido. Si bien el bien jurídico tutelado no es la Renta Fiscal, sino la facultad 

sancionatoria, se puede seguir ejerciendo pero con un tipo de multa pecuniaria 

como el caso del sistema de multas diario. “ el fin de la multa es el 

mantenimiento del orden jurídico a través de la función preventiva y represiva 

que le corresponde a las sanciones” (Aneiros Pereira, 2005, pág. 27)  Por lo 

tanto es una excelente forma de interf erir en la voluntad del contribuyente e 

intimidar al resto. Además no afec ta a los principios de igualdad y  

proporcionalidad pues es prec isamente proporcional al d año causado y según 

la capacidad contributiva del infractor.  

 

1.3  Normativa vigente que regula la Clausura en el Ecuador 

 

Respecto a la sanción de clausura está contemplada en los siguientes cuerpos 

legales: 

 Código Orgánico Tributario 

 Ley Orgánica al Régimen Tributario Interno 

 Ley para la Reforma de las Finanzas Públicas 

 Reglamento de la sanción de clausura de locales 

 

1.3.1 Código Orgánico Tributario: 

 

Inicialmente el COT  establece en el Ar tículo 13, que la le y tributaria se 

interpretará teniendo en cuenta los fines  de las mis mas y su significac ión 

económica y establece que “ Cuando una misma ley tributaria contenga 

disposiciones contradictorias, primará la que más se conforme con los 

principios básicos de la tributación.” Subsecuentemente establece a la clausura 

en el Capítulo IV “De las sanciones” en el Artículo 323 literal b) “clausura del 

establecimiento o negocio”. En este artículo se señala a esta como una de las  

penas previstas en caso de infracciones a la ley s in perjuicio de la aplicac ión 

independiente de otras como es el cobro de los correspondientes tributos y los 

intereses de mora.  
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El criterio para establecer las sanc iones será en proporción al valor de los 

tributos, por el efecto y repercusión de las acciones u omisiones  del indiv iduo 

en materia tributaria. Se atenderá al ca so específico según sea contravención, 

delito ó falta reglamentaria.  

 

El Código Orgánico Tributario establece en el Artículo innumerado después del 

Artículo 329 lo siguiente: “Salvo casos especiales previstos en la ley, la 

clausura de un establecimiento no podrá exceder de tres meses. Si la clausura 

afectare a terceros el contribuyente contraventor responderá de los daños y 

perjuicios que con la imposición de la sanción se cause. La clausura del 

establecimiento del infractor conlleva de la suspensión de todas sus actividades 

en el establecimiento clausurado.” Esta sanción es similar a la suspensión de 

actividades que es el equivalente de la clausura pero a profesionales. Es  

importante acotar que si se  afectare derechos de terceros el pres unto infractor 

es responsable por los mismos, como en el caso del trabajador, por lo c ual 

todas sus obligaciones siguen vigentes. 

Este Artículo referente a la c lausura fue incorpor ado al Có digo Orgánico 

Tributario mediante el Artículo 21 del Decreto Legislativo N°000,  publicado en 

Registro Oficial Suplemento 242 de 29 de Diciembre del 2007.  

 

Aunque la normativa sub examine no lo establezca expresamente, 

también el ámbito espacial de aplicación de la sanción de clausura 

encuentra sus limitaciones ya que si, por ejemplo, existe una única 

puerta de acceso o ingreso para el local comercial y la vivienda particular 

del sumariado o de un tercero, la misma debe ser llevada a cabo en 

forma parcial o simbólica (limitándose al área comercial o profesional 

afectada a la actividad que motivó la sanción o, en su caso, sin 

colocación de la respectiva faja) (Alurralde, 2009, pág. 235) 

 

Por lo tanto es importante que la ejec ución de esta medida sancionatoria no 

afecte otros derechos reconocidos y de ejercicio pleno.  
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Pese a que en caso de contrav enciones el Artículo 349 establece como pena 

pecuniaria una multa desde 30 dólare s hasta 1500 (mil quinientos dólares  

americanos), se da cabida a otras posible s sanciones que se generen para el 

efecto.  En el Artículo 96 del COT se establece lo siguiente:  

  

“Son deberes formales de los contribuyentes o responsables: 
1. Cuando lo exijan las leyes, ordenanzas, reglamentos o las 
disposiciones de la respectiva autoridad de la administración tributaria: 
a) Inscribirse en los registros pertinentes, proporcionando los datos 
necesarios relativos a su actividad; y, comunicar oportunamente los 
cambios que se operen; 
b) Solicitar los permisos previos que fueren del caso; 
c) Llevar los libros y registros contables relacionados con la 
correspondiente actividad económica, en idioma castellano; anotar, en 
moneda de curso legal, sus operaciones o transacciones y conservar 
tales libros y registros, mientras la obligación tributaria no esté prescrita; 
d) Presentar las declaraciones que correspondan; y, 
e) Cumplir con los deberes específicos que la respectiva ley tributaria 
establezca. 
2. Facilitar a los funcionarios autorizados las inspecciones o 
verificaciones, tendientes al control o a la determinación del tributo. 
3. Exhibir a los funcionarios respectivos, las declaraciones, informes, 
libros y documentos 
relacionados con los hechos generadores de obligaciones tributarias y 
formular las aclaraciones que les fueren solicitadas. 
4. Concurrir a las oficinas de la administración tributaria, cuando su 
presencia sea requerida por autoridad competente.” 

 
Por lo tanto el no tener RUC, o éste no actualiz ado, además de incumplir los  

otros deberes citados en las leyes tributarias constituyen casos de 

contravención por definición contenida en el Código. Y por lo tanto conforme al 

siguiente Artículo se establece pena pecuniaria para este tipo de infracciones.  

 

Sin embargo esta medida priv ativa de libertad, es dec ir la sanción d e la 

clausura, se está aplicando a esta s, que son apenas contravenciones, 

convirtiendo esta sanción en excesiva pues el Artículo 329 dice que “Sanciones 

pecuniarias se impondrán en proporción al valor de los tributos, que por la 

acción u omisión punible se trato de evadir.” Por lo tanto como el daño causado 

por una actualizac ión de RUC tardía, o una falta de declaración tardía no 
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genera un daño económico importante para el Estado y no debería sancionarse 

con semejante daño económico al contribuyente. 

 

En el caso de contravenciones, la  competencia para sancionar es 

administrativa, a través de res oluciones, por lo tanto corresponde a los  

funcionarios investidos de facultad par a resolver reclamos y ordenar la 

realización o verificación de actos de det erminación. La acción puede sujetarse 

a la sola autorización por parte de la Autoridad competente ó a partir de una 

denuncia.   

 

El procedimiento para sancionar contravenciones de manera general requiere 

de la comprobación de los  hechos así com o ser notificados. Par a asegurar el 

derecho a la defensa se prevé la exist encia de un procedimiento sumario el 

cual otorga un término de cinco días para ejercer la defensa y practicar pruebas 

de descargo relativas a la infracción. C oncluida esta etapa se p rocederá a la 

imposición de la sanción. El Artículo 364 est ablece que las sanciones puede n 

deducir los mismos recursos y acciones referentes a la determinación de la 

obligación tributaria contenidas en el Código Orgánico Tributario. En el caso de 

la clausura por delito flagrante no se lleva a efecto ninguna Audiencia,  ni 

termino para pruebas, pese a que en el reglamento se prevé una para los  

casos que en la ley no se fijado, lo cual sería aplicable para este caso.  

 

Una vez impuesta la sanción de clausura si el infractor se contrapone a la 

fuerza a esta, se configura el delit o de defraudación. El  Código Orgánico 

Tributario conforme al Artículo 344 prevé dentro de este tipo penal las 

siguientes circunstancias: 

 

“1.- Destrucción, ocultación o alteración dolosas de sellos de clausura o de 

incautación; 

2.- Realizar actividades en un establecimiento a sabiendas de que se 

encuentre clausurado; 
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3.- Imprimir y hacer uso doloso de comprobantes de venta o de retención que 

no hayan sido autorizados por la Administración Tributaria;” 

 

Dado que la acc ión aumenta en  gravedad por ser clasif icado como delito el 

artículo siguiente  establece como pena uno a t res años de prisión. Al 

configurarse el delito la acción penal es de instancia oficial, lo cual requiere que 

sea el fisc al quien la ejerza. Es obli gación de la administrac ión tributaria 

denunciar y ser parte del juicio para el juzgamiento del delito de defraudación.  

 

1.3.2  Ley de Régimen Tributario Interno: 

 

La Ley de Régimen T ributario Interno, prevé en el Artículo 64 que los sujetos  

pasivos del IVA tienen la obligación de emitir y entregar comprobantes de 

venta, y de no hacerlo se constituirá un caso especial de defraudación.  En 

concordancia  en el Título V “Disposiciones Generales” del mismo cuerpo legal, 

se agregan casos al tipo defraudación Artículo 109  que señala: “Además de los 

casos contemplados en el Código Tributario, para los efectos de esta Ley 

constituyen casos de defraudación la falta de emisión o entrega de facturas, 

notas o boletas de venta, la emisión incompleta o falsa de éstas y el no uso o 

uso parcial de los sellos o cualquier otro tipo de documento de control 

establecido por el reglamento de esta Ley.” 

 

De tal forma se configura como delito penal  tributario. El cual debe atenerse a 

lo contenido en el COT para s u sanción. La defraudación como analizamos  

está sancionada con pena privativa de liber tad y corresponde al Fiscal iniciar la 

acción, siendo competente en la decisión el Juez de lo Contencioso Tributario.  

  

Sin embargo en contraposición a lo establecido en el COT y a los principios  de 

contradicción, legalidad procesal, y debido proces o, se han regulado dos  

formas de aplicar la sanción. La una es  en circunstancia de flagr ancia ó para 

contribuyentes del RISE que atenderá a la Dispos ición Séptima de la Ley para 

la Reforma de las Finanzas Públicas y la otra es mediante un pr ocedimiento 
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especial en circunstancias normales c ontenido en el Reglament o a la clausura 

de locales comerciales. “Amén de considerar que en mi opinión las clausuras 

de domicilios y/o locales, ya sean aplicadas como sanción o medida preventiva, 

al igual que los allanamientos de domicilio, deben ser decretados únicamente 

por magistrados judiciales” (Parbst, 2006-2) 

 

Por otra parte, existe una limitación re specto al tiempo que dur ará la clausura 

por razón del ICE, la cual está cont enida en el Artículo 88 que dice:  “ Los 

sujetos pasivos del ICE que se encuentren en mora de declaración y pago del 

impuesto por más de tres meses serán sancionados con la clausura del 

establecimiento o establecimientos de su propiedad, previa notificación legal, 

conforme a lo establecido en el Código Tributario, requiriéndoles el pago de lo 

adeudado dentro de treinta días, bajo prevención de clausura, la que se 

mantendrá hasta que los valores adeudados sean pagados. Para su efectividad 

el Director General del Servicio de Rentas Internas dispondrá que las 

autoridades policiales ejecuten la clausura.”  

 

Situación que la ley  prevé dado que el contribuyente está e n mora por no 

cumplir la obligación dentro del término que esta le concedió, que en este c aso 

es después de un m áximo de 3 meses. El contribuyente debe s er legalmente 

notificado caso contrario no se configura el  efecto jurídico de la resolución. La 

notificación debe guardar cons onancia con las exigencias de la ley, que 

requiere se realice por funcionario o empleado del órgano que la ley  designe. 

La notificación se puede realizar por: persona, boleta, correo certificado,  

prensa, casilla judicial si se ha s eñalado una, en el est ablecimiento del deudor 

directamente, al representante legal ó algún empleado, entre otras.  

 

La ley prevé que los valores correspond ientes al impuesto de consumos  

especiales deben ser depositados puntualmente en la cuenta des ignada por el 

Servicio de Rentas Internas. Cuenta de la cual este organismo es titular.  
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Para los c ontribuyentes del Régimen Impo sitivo Simplificado (RISE) se prevé 

sanciones específicas contenidas en el Ar tículo 97.14 de la siguiente forma:   

“La inobservancia a los preceptos establecidos en éste título, dará lugar a la 

aplicación de las sanciones establecidas en el Código Orgánico Tributario y en 

la Disposición General Séptima de la Ley No. 99-24 para la Reforma de las 

Finanzas Públicas, publicada en el Suplemento del Registro Oficial Nro. 181 del 

30 de abril de 1999 y demás sanciones aplicables. 

 

Son causales adicionales de clausura de un establecimiento por un plazo de 

siete días, aplicables a los contribuyentes sujetos al Régimen Impositivo 

Simplificado, las siguientes:  

1) No actualizar el RUC respecto de sus establecimientos y la actividad 

económica ejercida. La clausura se mantendrá luego de los siete días, 

hasta que el infractor haya cumplido con la obligación de actualizar su 

registro, sin perjuicio de la aplicación de la multa que corresponda. 

 

2) Encontrarse retrasados en el pago de tres o más cuotas. La clausura 

se mantendrá luego de los siete días, hasta que el infractor haya 

cumplido con el pago de las cuotas correspondientes. 

 

3) Registrarse en una categoría inferior a la que le corresponda, omitir su 

recategorización o su renuncia del Régimen. La clausura se mantendrá 

luego de los siete días, hasta que el infractor haya cumplido con su 

recategorización o renuncia de ser el caso. 

 

4) No mantener los comprobantes que sustenten sus operaciones de 

ventas y compras aplicadas a la actividad, en las condiciones que 

establezca el Servicio de Rentas Internas. 

 

La imposibilidad de ejecutarse la sanción de clausura no obsta la aplicación de 

la sanción pecuniaria que corresponda. Para la aplicación de la sanción de 

clausura, se seguirá el procedimiento establecido en el literal b de la 
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Disposición General Séptima de la Ley No. 99-24 publicada en el Suplemento 

del Registro Oficial No. 181 del 30 de abril de 1999. 

 

En esta disposición se indica que la sanción específica para el inc umplimiento 

de deberes formales para estos contribuy entes es la claus ura, mediante un 

procedimiento especial de aplicación.  

 

1.3.3  Ley Para la Reforma de las Finanzas Públicas: 

 

Uno de los procedimientos de la aplicación de la clausura está contemplada en 

la “Ley para la reforma de las finanzas  Públicas”. Esta ley también denominada 

Ley 24 fue publicada en el Registro Oficia l Suplemento 181, el 30 de abril de 

1999, y la última modificación que tuvo fue el 29 de diciembre de 2007. 

 

En la disposición séptima de esta ley se señala que la clausura, será impuest a 

por el Dir ector del SRI o mediante del egación. Esta sanció n es un acto 

administrativo de carácter reglado e impugnable que procederá a los casos del 

en el Artículo 97.14 de la LORTI y en los siguientes casos: 

 

“i) Falta de declaración, por parte de los sujetos pasivos, en las fechas y 

plazos establecidos para el efecto, aún cuando en la declaración no se 

cause impuestos; 

ii) No proporcionar la información requerida por la Administración 

Tributaria, en las condiciones que pueda proporcionar el contribuyente; 

iii) No entregar los comprobantes de venta o entregarlos sin que 

cumplan los requisitos legales o reglamentarios.” 

 

Además se determina que ésta s anción no puede ser sustituida con sanciones 

pecuniarias y da cabida independientemente a la  acción penal que 

corresponda.  
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Para imponer la clausura es necesaria una resolución expedida por la autoridad 

competente, las cuales pueden ser impugnadas  y resueltas por el Juez de lo 

Contencioso Tributario en un máximo de diez días. El Tribunal de lo Fiscal tiene 

la obligación de resolver la impugnación en base al contenido del expediente 

creado para el efecto y de cualquier otra prueba que presente el sujeto pasivo.  

 

La ley establece en el literal b) el procedimiento que se aplicará para imponer la 

sanción de clausura. Al resolv erse la clausura de un establecimiento comercial 

se colocan sellos característi cos con la palabra “CLAUSURADO” que 

simbolizan la imposibilidad de abrir el negocio para su normal funcionamiento. 

 

En el caso de falta de declaración ó de no proporcionar la información qu e la 

Administración Tributaria requiera se otorgará un plazo de diez días hábiles  

para  pagar las obligaciones tributarias en mora y justif icar su incumplimiento, 

caso contrario se impondrá la sanción.  Ésta durará 7 dí as y para que sea 

efectiva es requisito que sea notificada c on todas las formalidades como 

cualquier otro acto  administrativo.  

 

Para la comisión de contravenciones basadas en que el sujeto no entregare los  

comprobantes de venta legales ó debidam ente aprobados en presencia de un 

fedatario, la aplicac ión de ésta será inmediata como en el caso de los delitos 

flagrantes. Para la imposición de esta sanción la administración tributaria podrá 

acudir a la fuerza pública. En todos lo s casos la clausura aplicada por primera 

vez durará 7 días, en casos en los cuales el sanciona do reitere en la conducta 

será sancionado por 10 días.  

 

1.3.4  Reglamento de la sanción de la clausura de locales  

 

Este Reglamento fue public ado el seis de enero de  2009, mediante Decreto 

Ejecutivo #1494 publicado en el Registro Oficial #500.  En este Reglamento se 

prevé el procedimiento de la clausura a aquellos casos  no previstos 

específicamente en la Dis posición Séptima de la Ley para la r eforma de las  
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Finanzas Públicas. Será ejecutado por la  autoridad competente de la Función 

Ejecutiva. 

 

El Artículo 2 señala:  “La autoridad competente, previo a la aplicación de la 

sanción de clausura, mediante providencia, avocará conocimiento del hecho y, 

en el transcurso de las 24 horas siguientes de que haya llegado a conocimiento 

de ésta el hecho que pueda constituir infracción administrativa, dispondrá la 

notificación a la persona presuntamente responsable, para que comparezca a 

una audiencia pública que se llevará a cabo 48 horas después del 

proveimiento, advirtiéndosele que, en caso de no acudir, se procederá en 

rebeldía. 

 

En esta diligencia, el compareciente acudirá acompañado de su abogado 

defensor, y contestará a los cargos propuestos. En caso de no concurrir, se 

dejará constancia en acta de tal hecho.” 

 

Durante esta audiencia es deber de la  autoridad analizar los elementos de 

cargo y descargo, luego de lo cual se re solverá y notificará inmediatamente. La 

resolución se basará sobre la procedencia de la s anción de la clausur a y 

cualquier otra sanción que corresponda a la par.  

 

También se incluye en el Artículo 5 que para los casos en los  que ap lica la 

etapa de prueba, se realiz ará una audiencia hasta 24  horas después de esta 

etapa y previa a la resolución. La audi encia servirá para que el presunto 

infractor por sí mismo o a través  de su abogado defensor alegue sobr e las 

pruebas practicadas y argumente su posición respecto a la presunta infracción.  

 

Para aquellos casos  en los que no se  determinara etapa de prueba, se 

procederá con una audienc ia según este ar tículo. Además en la providencia 

que se dispone el trám ite se señalará la fecha  de la audienc ia. En la 

providencia que disponga el in icio del trámite, se fi jará la fecha en que deba 

realizarse la audiencia, dentro de las 72  horas siguientes al proveimiento.  
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Como garantía del debido proc eso y del  derecho de defensa,  los presuntos 

infractores deberán asistir con sus respectivos abogados, caso contrario se le 

asignará un defensor público para que prosiga con la defensa.  

 

1.3.5  Ley Penal en Blanco 

 

Es importante que la ley sea precisa y clara para determinar las conduct as 

punibles, la sanción respectiva y determi nar la autor idad competente. De la 

determinación de la c onducta específica se generará consecuencias al suj eto. 

El principio de legalidad asegura pr ecisamente que no se vulnere a los  

ciudadanos a través de la mala elaboración y redacción de la ley que se genera 

en la ley penal en blanco. 

 

“Son leyes penales en blanco aquellas normas en las que sólo se 

encuentra       exactamente determinada la sanción, pero cuyo precepto 

es incompleto y variable en su contenido, el cual debe ser completado o 

llenado por otra disposición legal, por decretos o reglamentos a los que 

remite la misma ley y que son los que, en definitiva determinan el 

alcance de la conducta sancionada.” (Álvarez Echangüe, 2004, pág. 55) 

 

Es por esto que es preciso analizar si efectivamente se está formulando clara y 

concisamente la infracción, pues si las circunstancias que la formulan y los 

procedimientos de impugnación previstos no son claros estamos también frente 

al elemento de la ley en blanco, que per se vulnera derechos.  

  

“Es la complejidad del sistema tributario lo que torna admisible lo 

sostenido por el Tribunal Constitucional español en cuanto a la 

aplicación con matices, o en formas menos rígida, del principio de 

legalidad al transpolarlo al derecho tributario sancionador, pero siempre 

teniendo en mira que la ley y la reglamentación que la integra sea 

precisa y que permita ser conocida por los contribuyentes, pues de no 

ser así está será inconstitucional.” (Álvarez Echangüe, 2004, pág. 56)  
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El ámbito tributario ha sido continuamente desarrollado en divers as normativas 

se ha hecho necesario regular la conducta  en diferentes leyes. Sin embargo el 

hecho de que los preceptos sean hasta cier to punto contradictorios mediant e 

leyes penales en blanco irrumpe el pr incipio de legalidad,  que implica s u 

tipicidad, en consecuencia lo torna inconstitucional.  

 

“Es evidente que la cambiante, sobreabundante y en muchos casos 

poco clara reglamentación que impone nuevos requisitos o modifica los 

existentes, genera incertidumbre y falta de certeza a los sujetos pasivos, 

quienes en muchos casos no conocen en forma clara y precisa cuales 

son las exigencias de las normativa inferior, lo cual implica que no 

puedan conocer adecuadamente las conductas punibles, vulnerando ello 

principios rectores del ordenamiento sancionador…”. (Álvarez Echangüe, 

2004, pág. 62)  

 

Aunque de cierta forma se justifica el  uso de esta fi gura cuando se remite a 

leyes formales y no a reglamentos. En el caso de Ecuador, las contradicciones 

entre el COT, la LORTI, la dis posición séptima y el Reglamento a la aplicación 

de la clausura terminan siendo engorroso y poco claro. De forma tal que resulta 

abusivo y hasta cierto punto injustificable incluso desde la óptica de protección 

a la economía nacional pues las  circunstancias actuales para la aplic ación de 

esta sanción resultan en un daño ec onómico excesivo al contribuyente y a l 

Estado, rompiendo el principio básico constitucional de proporcionalidad entre 

la infracción y la sanción, más todavía cuando un ciudadano/a no puede ser  

sancionado dos veces por la misma acción u omisión, lo que en la especie está 

ocurriendo, porque dentro de las prerrogativ as de la administrac ión tributaria 

esta la clausura del establecimiento mas el cobro de la multa correspondiente.  

 

“Por lo tanto, solo quedaría la posibilidad de justificar las leyes penales 

en blanco en el ámbito tributario cuando ellas sean legisladas en épocas 

de real urgencia, pero es evidente que la legislación delegante en 

materia de sanciones tributarias no es llevada a cabo durante 
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situaciones de emergencia, sino que nace en otros tiempos como 

respuesta o mecanismo de adaptación al dinamismo de la materia 

tributaria.  

 

Planteada esta duda, que acaba de transformarse en una posición, 

aunque se presente como muy arriesgada de asumir por las 

consecuencias que traería aparejadas, entiendo que no hay sustento 

constitucional que sirva de fundamento para justificar la existencia de 

leyes penales en blanco en materia de sanciones tributarias.“ (Álvarez 

Echangüe, 2004, pág. 60) 

 

Por lo tanto, las dis posiciones legales dispersas sobre la  clausura, deben 

guardan sindéresis y coherencia con el marco constitucional actual, integrando 

en un solo cuerpo normativo, la tipic idad y la sanción en esta materia, a fin de 

garantizar la seguridad jurídica, que no es otra cosa que las líneas maestras,  

preestablecidas, que marcan l as relaciones jurídicas, en tanto ejercicio de 

derechos, y cumplimiento y obligaciones de los c iudadanos para con el Est ado 

y de este para con los ciudadanos/as .  

 

Los problemas de las leyes penales en blanco, a decir de Alberto Donna, entre 

otros, pueden ser, por una parte que la  norma a la que se remita no sea 

normalmente una ley formal, sino un decreto , un reglamento, etc., con lo cual 

se estaría frente a una excepción del  mandato constitucional que hemos  

referido anteriormente y del cual proviene la reserva de ley, ya que la definición 

del tipo penal y de la conducta punible se gún el principio de legalidad es propio 

y exclusivo del poder legis lativo como ya hemos referido en líneas anterior es 

en este trabajo investigativo; en fin coincidiendo con las palabras de BACI  

GALUPO, citado por el autor antes referido “ Las leyes penales en blanco 

pueden adquirir, sin embargo, significación constitucional cuando la norma 

complementadora proviene de una instancia que carece de competencias 

penales”  (Donna, 2006, Pag. 423) 
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En el cas o que nos  ocupa c laramente estamos frente a una  ley penal en 

blanco, que ni s iquiera tendria tal calidad, ya que s i bien toda ley penal es la 

que contiene la amenaza de una pena, esta estaa en una categoria inferior a la 

ley, ya que como hemos referido el pr ocedimiento de clausura esta establecida 

en el Reglamento.  
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CAPÍTULO II  

MARCO LEGAL CONSTITUCIONAL 

 

2.1 Derechos Constitucionales que se contraponen a la medida 

administrativa sancionatoria clausura 

 

En la actualidad, el Ecuador vive una época política ju rídica transitiva, en la 

cual desde la promulgación de la nueva Constitución se pasa del modelo 

“Estado de Derecho” al Modelo “Consti tucional de Derechos”. Este modelo 

fortalece el ejercicio de los derechos  reconocidos otorgando garantías para la 

exigencia de su cumplimiento. Dado esto es que el marco legal en general está 

experimentando cambios tanto en el  ámbito penal, de producción, de 

educación, de participación c iudadana, de reestructuración de la justicia entre 

otros, con la finalidad que las leyes se adapten a este nuevo m odelo y a las  

circunstancias fácticas actuales.  

 

La Constitución de la Repúblic a prioriza categóricamente el pleno ejercicio de 

los derechos del ciudadano para que pueda alcanzar el “buen vivir”. En 

concordancia se da énfasis a que toda política públic a y formulación de leyes 

se alineen con los 12 objetiv os del Plan Nacional del B uen Vivir. Este Plan es  

una planificación est ratégica para viab ilizar el ejercicio de los derechos  

reconocidos en la Constitución. 

 

La Constitución es c lara en los enunciados  que hace,  los cuales  reflejan una 

política estatal enfocada en la calidad de vida de los habitantes. 

 

Entre los deberes del Estado, contemplados en el Artículo 3 en los numerales 1 

y 5 se propende imperativamente a garantizar el goce de derechos, para lo cual 

es necesario promover el desarrollo y e rradicar la po breza. Por lo tanto, una 

medida sancionatoria tan exces iva como la claus ura se contrapone a est as 

obligaciones. Dado que el Estado no puede abastecer con suficientes fuentes  

económicas para sus habitantes, y estaría obstruyendo la generación de 
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fuentes laborales y subsecuentemente el acceso a los derechos que garantizan 

el buen vivir.  

 
Como hemos señalado, la actual Co nstitución del Ecuador promueve el 

ejercicio de derechos y la vis ión del ser humano desde otra óptica. En la c ual 

se desea potencializ ar tanto las capacidades humanas como los recursos  

naturales para mejorar los estándares de vida en el Ecuador. Por lo tanto,  

propugna el derecho al trabajo remunerado,  a generar fuentes económicas  

libremente, a acceder a educación y a un sistema judici al que permita accionar 

en caso de abusos. Sin embargo las normas vigentes no necesariamente están 

alineadas a esta nueva concepción pues  responden a una realidad fáctic a y 

visión social distintas.  

 

Es imperativo por tanto corregir la norma, para que es ta sea concordante y no 

excesiva como se enuncia en el Artícul o 11 numeral 4 de la  Constitución, que 

manifiesta la urgenc ia de que sea a trav és de la actualizac ión de las normas  

que se propenda el goce de derechos. Y el numeral 5 que llama a los  

servidores públicos a aplicar la norma de forma tal que favorezca la vigencia de 

los derechos y garantías reconocidos en la Constitución. 

 

Adicionalmente en los numerales 8 y 9 del  Artículo 11 de la Constitución, s e 

insiste con carácter imperativo la necesidad de asegurar el goce de derechos a 

través de la norma jurídica, las políti cas públicas y la jurisprudencia. Est o 

explica porque se han desarrollado proyec tos y reformulaciones  legales para 

encajar dentro del nuevo modelo constitucional. Además se señala el derecho 

a repetir hacia el Estado en caso de violaciones a los derechos. 

 

Es así como para asegurar el efectivo  goce de derechos, se exige al Est ado 

atender diferentes esferas, pues el ej ercicio de muchos derechos se vincula 

con otros. Por ejemplo el  poder ejercer libremente una actividad económica o 

laboral, permite que el indiv iduo acceda a educación, vivienda, salud,  

alimentación y tenga libertad de gozar de los bienes  y servicios que faciliten el 

buen vivir que propugna la Constitución. 
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En el numeral 9 de este mismo Ar tículo se afirma que el Estado será 

responsable por la mala adminis tración de justicia y error en la aplicac ión de la 

normativa legal vigente como “la violación al derecho de tutela judicial efectiva, 

y de las reglas del debido proceso” que evidentemente se manifiestan en la 

aplicación de la clausura. 

 

Los principales Artículos que enuncian los derechos para alcanzar un buen vivir 

y garantizar la libertad de desarrollarse del individuo son los Artículos: 33 que 

empodera la libertad de trabajo y la exi gencia de una remuneración, pues este 

es el medio de acceso a diver sos derechos correlacionados y accesibles vía 

económica. 

 

El artículo 66 numeral 2 gar antiza a las per sonas educación, trabajo, empleo,  

salud englobado en una vida di gna, la cual es posibl e mediante el trabajo 

remunerado en c oncordancia con el num eral 15 que manifiest a el derec ho a 

desarrollar actividades económicas ya sea individual o colectiv amente. En el 

mismo artículo numeral 3, literal b) se garantiza en  los derechos de libertad el 

derecho a una v ida sin violencia pública ni  privada, s in embargo la clausura 

representa una medida sanc ionatoria exagerada que vulnera la imagen del 

local comercial, afectando su reputación frente al público consumidor. 

  

La violencia pública s e manifiesta evidentemente en la forma de aplicación y 

ejecución de ésta, al ser en muchas ocasiones ejecutada en conjunto con 

militares. Además, se enfatiza en  el Artículo 66 numerales 15, 16 , 17, 18 que 

recalca los derechos de liber tad del in dividuo, como son el des arrollar 

actividades económicas, la libertad de co ntratación, de trabajo, de protección,  

al honor y al buen nombre. 

 

El Artículo 75 manifiesta el derecho del individuo a acceder gratuitamente a la 

justicia, para en ningún caso quedar en in defensión. Para lo cual se garantiza 

el derecho al debido proceso y sus garantías básicas como indica el Artículo 76 

las siguientes:  
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“1. Corresponde a toda autoridad administrativa o judicial, garantizar el 

cumplimiento de las normas y los derechos de las partes.” Por lo cual antes de 

la aplicación de la clausura se debe atender a los der echos de los  

contribuyentes y a la correcta aplicación de la norma en pos del debido proceso 

caso contrario el contribuyente puede repetir contra el servidor.  

 

“2. Se presumirá la inocencia de toda persona, y será tratada como tal, 

mientras no se declare su responsabilidad mediante resolución firme o 

sentencia ejecutoriada.” Por lo tanto antes de la aplicación de la clausura es  

imperante que exista un proceso de por  medio para que sea median te 

sentencia ejecutoriada la aplicación de esta medida, sin vulnerar el derecho del 

contribuyente a los r ecursos que recono ce la ley y la  Constitución para su 

aplicación. 

 

“4. Las pruebas obtenidas o actuadas con violación de la Constitución o la ley 

no tendrán validez alguna y carecerán de eficacia probatoria.” Por lo tant o 

inducir al contribuyente a error es una forma de abus o. El fedatario en vez de 

limitarse a constatar que no se entreguen facturas, induce a este a cometer la 

infracción por medio del engaño. 

 

“5. En caso de conflicto entre dos leyes de la misma materia que contemplen 

sanciones diferentes para un mismo hecho, se aplicará la menos rigurosa, aún 

cuando su promulgación sea posterior a la infracción. En caso de duda sobre 

una norma que contenga sanciones, se la aplicará en el sentido más favorable 

a la persona infractora.” Mientras en el Código Orgáni co Tributario se entiende 

que el incumplimiento de deberes formales da cabida a penas pecuniarias,  la 

LORTI y la Ley para la Reforma de las F inanzas Públicas,  que s on de inferior 

jerarquía, convierten estas conductas en  delito dentro de la defraudación, 

imponiendo como pena la clausura.  
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“6. La ley establecerá la debida proporcionalidad entre las infracciones y las 

sanciones penales administrativas o de otra naturaleza.” La ley Tributaria 

pondera como principio la pr ogresividad y la proporciona lidad, lo que en e ste 

caso no s ucede pues el perjuicio económico al contribuyente  es e xcesivo 

comparado con el perjuicio oc asionado por estas violac iones a deberes 

formales. Además, no se es pecifica la aplicación de otras s anciones, sino las  

plantea recurrentes.   

 

“7. El derecho de las personas a la defensa incluirá las siguientes garantías: 

a) Nadie podrá ser privado del derecho a la defensa en ninguna etapa o 

grado del procedimiento. 

b) Contar con el tiempo y con los medios adecuados para la preparación 

de su defensa. 

c) Ser escuchado en el momento oportuno y en igualdad de condiciones. 

k) Ser juzgado por una jueza o juez independiente, imparcial y 

competente. Nadie será juzgado por tribunales de excepción o por 

comisiones especiales creadas para el efecto.”  

 

Es evidente como el derecho a la def ensa es vulner ado especialmente en el 

caso de la clausura por del ito flagrante, pues esta se  aplica sin oportunidad de 

Audiencia preliminar ni se permite presentar pruebas de descargo. Por ende,  

no se per mite al c ontribuyente su de recho a acceder a los  recursos de 

contradicción oportunos. No se le da el  tiempo suficiente para preparar su 

defensa ya que la clausura corre mi entras el contribuy ente pretende 

defenderse perjudicando gr avemente a este, con u na marcada distinción no 

concordante con la ponderación de este Artículo a la igualdad de condiciones.    

 

En el Artículo 82 se manifiesta la medul a del sistema jurisdiccional que es la 

seguridad jurídica, la cual se evidencia únicamente con la aplicación cabal de la 

Constitución y la normativa vigente para su aplicación. 
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Concordantemente a estos enunciados el  Artículo 84 ratifi ca al Artículo 11 

numeral 4 cuando recalca la obligación de la Asamblea Nacional en adecuar la 

normativa legal vigente a los enunciados de  la Constitución. Lo cual ev idencia 

la necesidad de readecuar las leyes frente a los acontecimientos actuales y  la 

nueva concepción humanista de la Carta Magna. 

 

Respecto al Artículo 132, pone de manifiesto la responsabilidad de la Asamblea 

Nacional para aprobar normas de interés común como lo dice el numeral 1 para 

regular el ejercicio de los derechos y garantías constitucionales. Para lo cual en 

este caso se necesitaría ser más clar o en la ap licación de la claus ura y 

modificar su imposic ión para que es ta no sea exagerada y  sea aplic ada 

únicamente en caso de reincidencia y no como sanción primaria.  

 

En el Artículo 169, se destacan los principios consagrados en el sis tema 

procesal, los cuales son la sim plificación, uniformidad, eficacia, inmediación,  

celeridad, economía procesal y las garantías del debido proceso. La 

uniformidad no se evidenc ia y por ende se  desfragmenta la in mediación y la 

celeridad pues en el caso de la clausur a por delito flagrante no se asegura la 

posibilidad de defens a al c ontribuyente. A esto se s uma el Artículo 172 que 

pondera que la adm inistración de justicia sea en sujeción a la Constitución y a 

los instrumentos internacionale s de derechos humanos. Fundamentando aún 

más la necesidad de primar el derecho al  trabajo, a una vida digna y a la honra 

de los ciudadanos. Quienes se ven afect ados económicamente y públicamente 

al sentirse deshonrados y perseguidos por la autoridad tributaria.  

 

Además, en concordancia el Artículo 17 3 manifiesta la posibilidad de impugnar 

vía administrativa o judicial todo acto adm inistrativo. En el cas o de la clausura 

por delito flagrante no exis te esta posibilidad pues realizar la impugnación 

durante su imposición no impide que se gener e el perjuicio n i que se vulneren 

los derechos del contribuyente. Por el contrario solo complica el proceso y 

atenta contra la economía procesal, la celeridad y la inmediación generando un 

gran perjuicio ec onómico al c ontribuyente y dando paso a una pos ible 
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restitución del daño causado por parte del Estado. Lo c ual no generaría ningún 

beneficio y solo cabría una fuga económic a innecesaria y la afectación laboral,  

económica, psicológica a más de la pérdida de tiempo para ambas partes.  

En el Artículo 276 se determina que el régimen de desarrollo tendrá dentro del 

objetivo 2 “construir un sistema económico, justo, democrático, productivo, 

solidario y sostenible basado en la distribución igualitaria de los beneficios del 

desarrollo, de los medios de producción y en la generación de trabajo digno y 

estable.” Enunciado que claramente se contrapone a la concepción, aplicaci ón 

y ejecución de la sanción de clausura. La cual como hemos explicado se aplica 

por un daño menor que genera perju icio económica en cadena a los  

ciudadanos.  

 

En el Artículo 277 se pl antea la exigencia hac ia el Estado trabajar en la 

consecución del buen vivir que incluye: el deber de garantizar  los derechos de 

las personas, planific ar el proceso de desarrollo y ejecut ar y generar las  

políticas públicas necesarias. Lo que mani fiesta que existen preceptos dentro 

de la Constitución que exigen la reformulación legal de normas legales, co mo 

es el caso de la clausura por ser excesiva.  

 

En el Artículo 284 por otra parte se definen los objetivos de la política 

económica en Ecuador. En el numeral 6 s e manifiesta el deber de impulsar el 

pleno empleo y valorar todas las formas de trabajo, con lo cual una vez más la 

clausura se contrapone. Al deses tabilizar económicamente a los  

contribuyentes, impidiendo la generac ión de riquez a durante 7 días c omo 

mínimo.  

 

Además esta sanción se contrapone tota lmente al Artículo 285  numeral 3. El 

cual hace referencia a que la política  fiscal tiene como objetivo generar  

incentivos para la inversión en dife rentes sectores de la economía. Sin 

embargo al ser una sanción tan excesiva  que perjudica económicamente al 

contribuyente al punto que puede quebrar su  negocio no cumple en lo absoluto 

este precepto legal. Así como tampoc o el contenido en el Artículo 286 que 
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enfatiza que las finanzas públicas en t odos los niveles de gobierno procurarán 

la estabilidad económica. 

 

La Constitución hace referencia al Régimen Tributario dentro del Título VI Del 

Régimen de Desarrollo, Capitulo Primero, Sección Quinta. En la cual el Artículo 

300 empodera la exigencia de que se promueva la redist ribución y estimule el 

empleo a través de la política tributaria. Pese a esto se coarta la libertad de 

trabajo durante 7 días en los cuales si no es  por la iniciativa priv ada el Estado 

no se abastecería la estimulación de empleo.  

 

Adicionalmente en el Capi tulo Sexto Trabajo y Prod ucción, Sección Primer a 

Artículo 319 el Estado se c ompromete a promover las formas de producc ión 

que aseguren el buen viv ir y desinc entivará aquellas que atenten contra 

derechos reconocidos. Lo cual reflej a el compromiso desde los  poderes 

Estatales para promover las formas de producción que aseguren el Buen Vivir;  

siendo clara la óptica e intenció n del c onstituyente. Es indispensable que la 

formulación e interpretación de las leyes vigentes  vayan con arreglo a la 

Constitución. El Artículo 32 5 compromete al Estado a garantizar el derech o al 

trabajo tanto en relación de dependencia como autónomas, lo cual en la 

aplicación de la clausura no se evidencia.  

 

Finalmente el Título VII referente al Ré gimen del Buen Viv ir, en el Capí tulo 

Primero Artículo 340 hac e referencia que “ el sistema nacional de inclusión y 

equidad social es el conjunto articulado y coordinado de sistemas, instituciones, 

políticas, normas y servicio que aseguren el ejercicio, garantía y exigibilidad de 

los derechos reconocidos en la Constitución y el cumplimiento de los objetivos 

del régimen de desarrollo.” Por lo tanto la clausura también afecta a este 

precepto, ya que el perjuicio económico causado y el ma lestar psicológico y de 

estrés que sufre el c ontribuyente es tal que afecta el empleo, el derec ho a 

generar riqueza, incluso a los aportes al seguro social pues habrá un retraso en 

este pago. Tiene un efecto  en cadena que ind udablemente perjudica tanto al 

contribuyente como a todos los sujetos relacionados con la activ idad comercial 
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en cada etapa de comercialización. Así ta mbién perjudica al Estado en el 

cumplimiento de sus deberes. Por lo tant o es imperante tras  analizar estos 

enunciados Constitucionales que tanto el ej ecutivo, como los legisladores y la 

administración tributaria hagan un paréntesis  para reflexionar en el cambio de 

sanción de clausura por una pena pecuniaria que permita sancionar al 

contribuyente pero no en exceso. 

 

Deviene en expreso que la clausura del  establecimiento como sanción no 

guarda proporcionalidad como lo he sostenido entre la acción u omisión ilícita y 

la referida sanción, considerando que como se ha explicado el daño económico 

que podría generar el cierre del establecimiento, fácilmente supera el aparente 

daño irrogado; por tanto, en mi  criterio, debería establec erse la cuantificación,  

mediante un proces o contable de la ac ción u omisión efectuada por el 

contribuyente, para establecer  la mult a correspondiente, po rque también es  

lógico pensar que la administr ación tributaria debe generar procedimientos  

efectivos de recaudación, porque haciéndolo, garantiza la dotación de bienes y  

servicios hacia la comunidad, es decir cumpliendo el principio básico d e la 

tributación que es, precisam ente la contraprestación q ue da el Estado a los  

ciudadanos por el pago de los tributos.  

 

El principio de nobis ibídem, que ahora es parte del ordenamient o 

constitucional, debe estar presente en el tratamiento en cuanto a juzgamiento o 

sanción de los administrados, no pudiendo abstraerse bajo ningún concepto de 

tal principio; consecuentemente, la facultad otorgada a la administración 

tributaria de que a más de la clausura pueda quedar subsistente la multa al 

infractor, definitivamente viola el princi pio antes referido. Además contradice el 

principio universal al que me he referido en este capítulo del pro-reo, que obliga 

a observar la sanción que mas favorezca  al infractor, mas todavía si 

consideramos las escasas posibilidades de emprendimiento privado en materia 

comercial, industrial, en fin empresarial en el que se desenvuelve el Ecuador, a 

más de la escasa cultura tributaria sobre todo en la periferia. 
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El derecho económico afectado no solo  tiene que ver con el contribuyente 

objeto de sanción, sino que, tras la ac tividad económica que est e realiza, esta 

todo un sistema de subsistencia de su fami lia, institución esta ultima que de be 

ser protegida por el Estado, porque de ello depende el desarrollo de un país.  

 

Continuar con la desproporción al orden ar una c lausura, significa v ulnerar 

como ya s e ha explicado ampliamente el  derecho al trabajo,  a la propiedad 

privada, a la salud, a la educación, en suma se trans grede el derecho al buen 

vivir del contribuyente y su núcleo esencial.   

 

2.2  Análisis a la Sentencia N.°004-11-SCN- CC 

 

Antecedentes, expediente 1374 del Juzgado Sexto de lo Penal del Guayas:  

Actores:  

 José David Navia Santana, en representación de: 

o Turística Hotelera BORIPE S.A. y  

o DISCONGYP S.A.  

 Carlos Alberto Tapia Rizzo 

 Adriana Ángela Rizzo Serrano 

 Michelle Dennisse Tapia Rizzo 

Demandado: 

 Representante del Servicio de Rentas Internas: Juan Miguel Avilés 

Murillo 

 Procuración Judicial: 

o Eduardo Arturo Benavides León 

o Juan Ángel Jiménez Guartán  

 

En el expediente 1374-2010, en Guayaquil a los  trece días del mes  de 

septiembre del 2010, a las 10:05 ante el Dr. Gabriel Manzur Albuja, Juez Sexto 

de Garantías de lo Penal del Guayas y  Dr. Ramón Saltos Du eñas, Secretario 

del Despacho en la Audienc ia de Solic itud de Revocatoria de la medida 

cautelar: 



51 
 

 Comparece el señor  representante del  Servicio de Rentas Internas, 

quien fundamenta la petición de revocatoria en lo siguiente: 

o No existe en lo más míni mo violación de derechos  

constitucionales en perjuicio de los accionantes.  

o El SRI ejerció su constitucio nal, legal y legítima facultad 

sancionadora, prevista en el Artículo 70 del Código Orgánic o 

Tributario (COT), aplicando el  procedimiento previsto en la 

disposición general s éptima de la ley para la Reforma a las  

Finanzas públicas 

o La clausura fue dispuesta mediante Resolución N°RLS-

INFRSNV10-000436, por no dar cumplimiento dentro del plaz o 

previsto en la ley de las siguientes obligaciones:  

 Relación de dependencia 2009, 

 Declaraciones de retención en la fuente, abril 2010 

Se sancionó con la clausura de todos los establec imientos del 

sujeto pasivo sanc ionado por un lapso no menor  a 7 días  

calendario.  

 El contribuyente cumplió dichas obligaciones tributarias el 18 de agost o 

del 2010, cuando la clausura ya estaba ejecutada, pues ya se le había 

dado 10 días al cont ribuyente para que cumpla con sus obligaciones  

tributarias y no lo hizo.  

 Se interrumpió la c lausura por resolución dictada el  23 de agosto del 

2010 por el Juez Sexto de Garantías Penales del Guayas.  

 

La Procuraduría General del  Estado cumpliendo con los Artículos 3 y 5 de la 

Ley de la Procuraduría Gener al del Estado (LPGE) ra tifica la revocatoria de 

medida cautelar solicitada dentro de la acción de medidas cautelares N° 1374-

10 en base a lo siguiente: 

 

 Artículo 35 de la Ley Orgánica de Garantía s Jurisdiccionales y Control 

Constitucional (LOGJCC), pues no existe v iolación de derecho 

constitucional alguno y alega falta de relevancia constitucional.  
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 Artículo 26 dispone que la finalidad de las medidas cautelares será para 

evitar o cesar la amenaza de lo s derechos reconocidos  en la 

Constitución y que en este caso no ocurre puesto que no se ha causado 

ningún daño. 

 El SRI es  un organismo de control que ejerce facultad potestativa y 

sancionadora como lo determina lo s Artículo 70, 71 y 78 del COT, la 

disposición general séptima de la  ley reformatoria a las finanzas  

públicas. 

 Existe falta de relevancia constitucional y carece de competencia para 

conocer de la impugnación de clausur a de establecimientos, ya que el 

órgano jurisdiccional competente es el Juez de lo Cont encioso 

Tributario.  

 La clausura del establecimiento en mención se levantará a partir del 

cumplimiento de las obligaciones tri butarias, si es que estas fueren 

canceladas dentro del término que otorga la ley.  

 “la clausura de un establecimientos no podrá exceder de 3 meses, y 

podrá ser levantada y suspendida en su ejecución por la misma 

autoridad que la ordenó, siempre que se compruebe haberse 

subsanado la causa que determinó la imposición de la pena, 

satisfecho las obligaciones y cumplida las otras sanciones que se 

hubieren impuesto.”    

 Impugna la resolución por falta de motivación Artículo 76 numeral 7mo,  

literal L de la Constitución.  

 El SRI puede imponer  sanciones de conformidad con el Artículo 2 de la 

Ley de Creación del Servicio de Rentas Internas (LCSRI) 

     

Ab. Manuel Calas anz Picoita, procurador judicial de los actores, expresa lo 

siguiente: 

 

 La acción no solo fue iniciada por  la compañía Turística Hotelera 

BORIPE S.A, sino por DISCONGYP S. A., Carlos Alberto Tapia Rizzo,  

Adriana Ángela Rizz o Serrano y  Michelle Dennisse Tapia Rizz o, todos 
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con establecimientos comerciales en la calle Clemente Ballén 319 entre 

Pedro Carbo y Chile dado que mediante resolución 436 del 16 de agosto 

del 2010 el SRI dis pone la c lausura de todos los est ablecimientos del 

sujeto pasivo TURÍSTICA HOTELERA BORIPE S.A. que a sabiendas en 

su sistema magnético conoce los dom icilios de los accionantes  y que 

estos dos no han sido materia de sanc ión por incumplimiento, se les  

omitió notificarles que se iba a cerrar el edificio, edificio que tiene un solo 

ingreso, razón por la cual se v iolaron sus derechos constitucionales y se 

les negó el derecho a la defensa. 

o El señor Carlos Tapia Rizzo mediante escritura públic a del 21 de 

agosto de 2009 celebró el contrato de arrendamient o el mism o 

que le da en arrendamiento el  penthouse ubicado en la 7ma 

planta y la habitación del sexto piso donde habit a con toda su 

familia. 

o Señora Michel Denis Tapia Rizzo ejerce su actividad de cafetería 

en la planta baja.  

o Sra. Ángela Rizzo Se rrano tiene su establecimiento en la misma  

dirección.  

o La compañía DISCONGYP S.A. también tiene su establecimiento 

 El Artículo 26 de la LOGJCC, tiene por finalidad evitar o cesar la 

amenaza o violación de derechos reconocidos en la Constitución y a los  

accionantes se los privó del derecho a la defensa. 

 

En el derecho a la réplica el Ab. Eduardo Benavides León representante del 

SRI: 

 El local materia d e la clausura está directament e descrito en la 

Resolución N° RLS- INFRSC10- 00436, hay un solo acceso o ingreso a 

todo dicho establecimiento comercial y el Artículo 27 de la Ley para la 

Equidad Tributaria en el Ecuador “ si la clausura afectare a terceros, el 

contribuyente contraventor responderá de los daños y perjuicios que con 

la imposición de la sanción se cause.” La clausura del establecimiento 
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del infractor conlleva a la suspensión de todas sus actividad es en el 

establecimiento clausurado.  

 La clausura tiene su propio procedi miento para impugnarla tanto en la 

vía administrativa como en la vía judicial, razón por la cual conf orme al 

ordinal 4 del Artículo 42 de la Ley de Garantías Jurisdiccionales y  

Garantías Constitucionales es una causal más que suficiente para que 

se inadmita una acción Constitucional.  

 

Para resolver el Juzgado sexto observa lo siguiente:  

 No se advierte omisión de solem nidad sustancial alguna de la violaci ón 

de procedimiento que pueda influir en esta decisión pues se ha cumplido 

con todos los actos procesales  necesarios que impone la Constit ución y 

la Ley Orgánica de Garantía Jurisdicci onales por lo que  el proceso es  

válido. 

 El Servicio de Rentas Internas posee de forma constitucional, legal y  

legítima la facultad sancionadora que se encuentr a prevista en el 

Artículo 70 del Código Tributario.  

 Por la falta de notificación se negó el derecho a la defensa a Carlos  

Tapia Rizzo, Michel Denis Tapia Rizzo, Adriana Ángela Rizzo Serrano y  

a la compañía DISCONGYP S.A., quienes no eran parte de la sanción.  

 Los accionantes directamente fuer on afectados por la Res olución N° 

RLS. INFRSV10-00436, dictada el 16 de agosto de 2010. 

 El sujeto pasivo fue legalmente not ificado el 30 de junio de 2010 con la 

preventiva de sanc ión N° RSL – CBAOPSV10-000937 para que en e l 

plazo de 10 días hábiles de cumplim iento al pago de oblig aciones 

tributarias, fue sancionado por un l apso no menor a 7 días calendario y 

hasta que se cumplan dichas obligaciones tributarias.  

 El contribuyente sancionado cu mplió con el pago de dichas  

declaraciones pendientes el 18 de agosto del 2010, cuando la c lausura 

ya estaba ejecutada.  

 El juzgador en confo rmidad con el Artículo 428 de  la Constitución y en 

concordancia con el Artículo 142 de la Ley Orgánica de Garantías 
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Jurisdiccionales y Control Constitu cional suspenda la tr amitación de la 

presente causa para elevar la co rrespondiente consulta a la Corte 

Constitucional para que absuelva si el Artículo 329 del Código Orgánic o 

Tributario vigente es contrario a la Constitución.  

 

CORTE CONSTITUCIONAL: 

 

La Secretaría General de la Cort e Constitucional, de conformidad con el inc iso 

segundo del Reglamento de Sus tanciación de Procesos de Competencia de la 

Corte Constitucional certifica que en referencia a la acción N°0072-10-CN, que 

contiene la consulta dentro  de la acción de medidas cautelares N° 1374-2010, 

no se ha presentado otra demanda con identidad de objeto y acción. (4 de 

octubre de 2010) 

 

Consideraciones y fundamentos de la Corte Constitucional: 

 8 de noviembre de 2010, el Dr. Manuel  Viteri Olvera, Juez sustanciador  

avoca conocimiento de la consulta constitucional signada con el N°0072-

2010-CN. 

 El objeto de la c onsulta de c onstitucionalidad, es que la Corte 

Constitucional emita su pronunciamiento respecto de normas 

establecidas dentro de nuestro ordena miento jurídico inter no, que 

puedan contrariar los preceptos supr emos establecidos en nuestra 

actual Constitución de la Repúblic a o en Tratados Internacionales de 

Derechos Humanos, a fin de lograr establecer un sistema jurídico 

coherente en la cual no pueden existir normas Infra Constitucionales que 

sean contrarias a las mismas.  

 La Corte reitera el principio de s upremacía constitucional y la fuerza 

normativa de la Constitución de la República, en caso de encontrar  

contradicciones normativas con el text o constitucional, expulsar a esa 

norma del ordenamiento jurídico, lo  cual comport a un complicado 

ejercicio interpretativo, en donde la  expulsión normativa debe ser la 

última medida adoptada por la jueza o juez constitucional, dando de esta 
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forma cumplimiento a lo doctrinariamente se conoce como el principio de 

“indubio pro legislatore”, por medio del cual ha de ent enderse que en la 

promulgación de una norma, el legislador ha observado las  

disposiciones contenidas en la Constitución de la República.  

 

Respecto a ¿Si exist e contradicción entre las normas de la Constitución y el 

Código Tributario, en cuanto a la clausura de un establecimiento?: 

 

 Todo proceso judicial contiene etapas o momentos en su tramitación, en 

las que las partes que intervienen les asiste su derecho de participación 

en el mismo, realizado en base al derecho que consagra nuestro marco 

constitucional por la que toda persona tiene derecho Artículo 75 

Constitución de la República, en  las que en ningún caso quedará en 

indefensión. 

 El Artículo 26 de la Ley Orgánic a de Garantías Jurisdiccional y Control 

Constitucional, dispone que la final idad de las medida s tiene por objeto 

evitar o cesar la amenaza o violació n de los derechos reconocidos en la 

Constitución y en instrumentos internacionales sobre derechos  

humanos, lo cual no ocurre en el presente caso.  

 El Artículo 334 del Código Orgánico Tributario establece que la clausura 

de un establecimiento podrá ser levantada y suspendida en su ejecución 

por la misma autoridad que la or denó, siempre que se compruebe 

haberse subsanado la causa que determi nó la impos ición de la pen a. 

Por lo tanto no se ha violado garan tías constitucionales, ni exist e 

contradicciones entre la norma suprema y la ley. 

 La Corte reitera conforme cuando se trata de medidas cautelar es: “No 

procederán cuando existen medidas  cautelares en las vías  

administrativas u ordinaria, cuando se trate de ejecución de órdenes  

judiciales o cuando se interpongan en la acción extraordinaria de 

protección de derechos.” 

 Señala que un Acto Administrati vo únicamente puede ser revocado por  

la misma autoridad que lo expidió, o quien ocupe su cargo, inclusive una 
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autoridad superior, según lo dispuesto en el inc iso final del Artículo 91 

del Estatuto del Régimen Jurídico  y Administrativo de la Función 

Ejecutiva en consecuencia, en el presente caso no se han v ulnerado 

garantías constitucionales ni exis ten contradicciones entre la norma 

suprema y la ley, ya que como ha quedado demostrado, el Servicio de 

Rentas Internas ha actuado dentro del ámbito de s us competencias y 

cumpliendo con el procedimiento establecido en sus normas rectoras. 

 

SENTENCIA: 

 Declara que el contenido del artículo 329 del Có digo Orgánico Tributario 

no se encuentra en contradicción con la Constitución de la República; 

 Devolver el proceso remitido a la Corte al Juzgado de origen para que se 

continúe con el trámite correspondiente. 

 Notifíquese al Presidente del Cons ejo de la Judicatura, a fin de que 

instruya a juezas y juec es de instancia, Cortes Pr ovinciales y a la Corte 

Nacional de Justicia respecto al contenido de esta sentencia.  

 

NUESTRO ANÁLISIS: 

 

En el nuevo marco Constitucional es importante recalcar la nuev a concepción 

garantista de derechos, que entre sus objetivos tiene mejorar la técnica de 

control judicial sobre la actuación administrativa.  

 

“No se intenta, simplemente, atender de manera satisfactoria los litigios 

jurídico- privados y los procesos penales con un sesgo garantís tico, 

antes que al reparo del principio de la inviolabilidad de la defensa en 

juicio de la persona y de los derechos, actualmente subsumible, en 

alguna medida, en la noción de tutela judicial general, sino, más bien, de 

fortalecer al ciudadano- que ha dejado de ser vasallo o súbdito-, frente a 

un sobredimensionamiento de las prerrogativas y consiguiente 

discrecionalidad de los poderes públicos, que reclama, en la coronación 

del Estado de derecho y en la efectiva supremacía de la Constitución, 
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una tutela judicial específica efectiva, haciendo frente a la soberanía del 

Ejecutivo o a las exorbitantes plenipotencias de la ley, como pretendida 

expresión rousseauniana de la voluntad general.” (García Belsunce, 

2003, pág. 380) 

 

Dentro de este proceso, el Juez Sexto de Garantías Penales ha buscado 

conforme al artículo 428 de la Constituci ón de la Repúblic a, la opinión dentro 

de un proceso de c onsulta a la Corte Co nstitucional sobre el Artículo 329 del 

Código Tributario. Para el efect o es importante señalar que la sentencia que 

dicte el ór gano interpretativo, no tendr á efectos generales, pues  en casos de 

consulta aplica únicamente al caso en concreto.  

 

“La misión de los órganos jurisdiccionales no es solamente la de dirimir 

conflictos aplicando las normas legales y reglamentarias, sino la de 

juzgar la legitimidad de estas, defendiendo los derechos fundamentales 

consagrados en las constituciones contemporáneas…. Y en los pactos 

internacionales.” (García Belsunce, 2003, pág. 375) 

 

Es así que el Tribunal Constitucional ti ene la obligac ión de hac er un análisis  

exhaustivo previo pronunciamiento, en el cual no analiz ará únicamente la 

norma sino las c ircunstancias que debe regir con la finalidad que atienda el 

espíritu constitucional. Por el contra rio el anális is realizado por la Corte ha 

utilizado el principio “indubio pro legislatore” el cual propende a favorecer la 

ley promulgada previamente.   

 

“Desde el Articulo 1 se advierte el cambio de enfoque del Estado; en lo 

que al presente trabajo interesa, se debe señalar que, al declararse en la 

nueva Constitución que el Ecuador es un Estado constitucional de 

derechos y justicia, se está diciendo: 1.que se ha transitado del principio 

de legalidad al de constitucionalidad; 2. Que ha concluido el monopolio 

del sistema jurídico de la ley escrita estructurado bajo el modelo 

continental, y que junto a este sistema existen otros que tienen igual 
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reconocimiento y validez (arts. 11, núm. 7, 171, 189 y 423” (Andrade 

Ubidia, Grijalva, & Storini, 2009) 

La interpretación de las leyes tiene que ser en base a la Constitución, dado que 

esta última tiene una vigenc ia más reciente que la mayoría de normas legales  

vigentes en el país, el método del “principio pro legislatore” no aplicar ía 

realmente a la concepción de esta.  

 

Las resoluciones del Tribunal Constitucional casi no abordan la delicada 

tarea analítica de precisar o concretar jurídicamente los contenidos 

esenciales de los derechos que la Constitución establece, es decir los 

límites y parámetros que marcan la libertad de configuración del 

legislador. Tampoco se halla en esa jurisprudencia el uso de métodos 

modernos de interpretación constitucional, tales como la ponderación o 

los test de razonabilidad y proporcionalidad, orientados a evaluar la 

constitucionalidad de las regulaciones a los derechos constitucionales 

creadas mediante ley por el legislador y el Ejecutivo. (Andrade Ubidia, 

Grijalva, & Storini, 2009, pág. 279) 

 

Por lo tanto una correcta interpretación en este caso en conc reto sería la 

ponderación, el cual es un método obj etivo que analiza que derechos son 

imperativos a cada caso.  

 

Adicionalmente para mantener a buen rec audo la tarea de interpretación por  

parte de la Corte Constitucional, es importante que esta atienda a lo siguiente: 

 

“los principios de la interpretación constitucional, que son, entre otros, los 

siguientes: 

1. El principio de respeto a la unidad de la Constitución como punto de 

partida del ordenamiento jurídico; 

2. El principio de la concordancia práctica mediante la ponderación de 

valores o bienes constitucionalmente protegidos;  
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3. El principio de la corrección funcional para no desvirtuar la distribución 

de funciones y el equilibrio entre los poderes del Estado previsto en la 

Constitución; 

4. El principio de la función integradora; y,  

5. El principio de la fuerza normativa de la Constitución” (Delgadillo 

Gutierrez, 1995, pág. 59) 

 

Por cuanto no puede disgregars e el contenido de la Constitución,  para lo cual 

las acciones adminis trativas dentro de sus obligaciones y facultades deben 

imperativamente atender primordialmente los derechos de los contribuyentes y 

no sólo las disposiciones legales.  “El constitucionalismo moderno implica que 

los textos legales deben ser interpretados de manera congruente con la 

Constitución, así como también que la propia actividad interpretativa debe ser 

congruente con la Constitución” (Monroy Cabra, La interpretación 

Constitucional, 2005) 

 

La adopción de la nueva constitución ha  supuesto una modificación del 

concepto de fuentes del Dere cho. Este cambio se pr odujo por el papel de la 

Constitución como norma de normas en el  Estado Social de Derecho, por la 

primacía de los derechos inalienables de las personas, la reducción de la 

posición privilegiada de la Ley, la in cidencia de la creación de la Corte 

Constitucional, y los c ambios que se produjeron en cuanto a los mecanis mos 

de protección de los  derechos con la cr eación de las accio nes de tutela,  

populares, de cumplimiento, y en fin, con la implicación de las modificaciones 

constitucionales.   

 

Así, por ejemplo, simplemente no es posible controlar la 

inconstitucionalidad de la ley si la Corte no interpreta la Constitución, es 

decir si no se le otorga un determinado sentido a la Constitución frente a 

la ley e incluso a la ley frente a la Constitución (Andrade Ubidia, Grijalva, 

& Storini, 2009, pág. 275) 
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La interpretación evolutiva:  

Se trata de tener en cuenta la realidad social existente en el momento de 

aplicar la norma. Advierte Romano que se trata de evolución del 

ordenamiento jurídico mismo que se interpreta a lo cual se podría 

agregar que hay  que tener en consideración la evolución misma de la 

vida. (Monroy Cabra, La interpretación Constitucional, 2005, pág. 9)   

 

Dentro del concepto moderno de fuentes subsiste la concepc ión sociológica 

que se refiere al conjunto de factores constitutivos de la realidad social que son 

los que conducen a la creación de las normas.  

 

“El derecho debe tener en consideración la vida social y el contexto social 

político-económico en que se aplican las normas jurídicas” (Monroy Cabra, La 

interpretación Constitucional, 2005, pág. 10)  Esto significa que no puede 

reducirse el conc epto de f uentes a un c oncepto jurídico por cuanto hay  que 

tener en cuenta las estructuras políticas, socioeconómicas, que sirven de 

sustrato a la formulación jurídica.  

 

Hasta el siglo XIX se construye el sistema cerrado del silogismo como 

método exclusivo y excluyente de cualquier otra forma de interpretación 

de las normas. Surgen ficciones como la certeza del Derecho que 

implica la respuesta correcta y adecuada para cada situación. Además, 

la plenitud del ordenamiento jurídico que no acepta vacios legales 

aceptándose únicamente la analogía. El positivismo sostenía que el 

derecho tiene la respuesta adecuada para cada conflicto. El método de 

la subsunción conllevaba que la actividad judicial no creaba derecho. Sin 

embargo, las concepciones anteriores hacen crisis y aparece la 

creatividad del juez y la lógica de los principios valores. (Monroy Cabra, 

La interpretación Constitucional, 2005, pág. 16) 

 

Por lo tanto el análisis de la Corte debe atender al c ontexto entre los hec hos 

que generaron la clausura, el procedimiento  de la misma, el contexto de la 
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Constitución, y la realidad económica del país, de tal forma que compruebe si 

se vulneraron ó no derechos reconocidos.  

 

El protagonismo de los derechos, su consideración como verdadero eje 

de todo la Constitución, se manifiesta con claridad en los principios 

generales de aplicación contemplados en el capítulo primero del título II. 

Con precisión, el texto constitucional establece criterios llamados a evitar 

que los derechos enunciados se queden en meras aspiraciones, ideales 

desmentidos en el contexto de las relaciones sociales y económicas y en 

el funcionamiento de las instituciones. (Avila Santamaría, Grijalva, & 

Martínez, 2008, pág. 21) 

 

“La interpretación no solamente indaga el sentido de una norma, sino la 

relación sistemática de las normas, sus antecedentes históricos, los fines 

sociales, las consecuencias de la interpretación, etc.” (Monroy Cabra, La 

interpretación Constitucional, 2005, pág. 4) .  En este caso en concreto la parte 

actora trata de confirmar que efectiva mente el pro cedimiento de claus ura 

vulneró derechos ec onómicos, laborales y princ ipalmente el derecho a la 

defensa de DISCONGYP S.A., Carlos Alberto Tapia Rizzo, Adriana Ángela 

Rizzo Serrano, y Michelle Dennisse Tapia Rizzo quienes no pueden ser  

considerados dentro del contribuyente sancionado: Turística Hotelera 

BORIPE S.A. 

 

No se disc ute la facult ad sancionadora del SRI, la c ual evidentemente es tá 

contemplada en la ley. Lo que se discute sin embargo es: 

6. La falta de probidad en la imposici ón de la clausura que afectó derechos  

económicos, laborales y el derecho a la defensa de los actores. 

 

El argumento de la Proc uraduría General del Esta do, no es   f undamentado, 

sino es meramente enunciativo al señalar  a los Artículos 35 y  26 de la Ley  

Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, ya est a 

entidad recurre a afirmar categóricamente sin razonabilidad la no existencia de 
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violación de derechos constitucionales y que la medida cautelar solicitada no es 

pertinente.  

 

“La Constitución ya no está para defender a la sociedad frente a la 

discrecionalidad o arbitrariedad del poder político, sino para garantizar la 

plena realización de los derechos sociales y económicos, en cuyo 

objetivo los derechos civiles y políticos, que constituyen una efectiva 

estructura de emancipación de la sociedad, bien podrían acotarse o 

escamotearse. Estos derechos pueden someterse o subordinarse al 

objetivo de la realización de las condiciones materiales que podrían 

volver a los derechos fundamentales como efectivamente realizables.” 

(Andrade Ubidia, Grijalva, & Storini, 2009, pág. 15) 

 

Dado esto, hay que considerar   que la solicitud de medidas  cautelares es 

procedente  por medio de cualquier j uez, pues al tratarse de derechos 

reconocidos en la Constitución, todos los jueces son competentes. La razón 

fundamental de las medidas cautelares es resguardar derechos reconoc idos 

constitucionalmente e impedir que se c ontinúen situaciones que los vulner en. 

Al haberse impuesto la clausura sin previa notificación y dado que no son parte 

de la sanción es un recurso que no se puede negar a ningún ciudadano. 

 

 Es razonable el proc eder de los actore s pues no son parte del procedimiento 

de clausura, sino afectados directos por la mala imposición de sellos. Además 

al ser  el procedimiento de impug nación a la medida  de clausura   

evidentemente extenso, el contribuyent e tiene el der echo de solicitar medidas 

cautelares para detener la afectación a derechos constitucionales de forma 

inmediata y diligente,  previo a la im pugnación ya sea vía judicial ó 

administrativa. Es importante recalcar que  los actores no er an parte del suje to 

pasivo sancionado.  

 

“El principio constitucional de personalidad de la pena establece que 

solo aquel que hubiere efectuado la conducta punible será pasible de las 
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sanciones establecidas en la norma. Este principio guarda estricta 

relación con el de culpabilidad, ya que sólo puede ser responsable y por 

ende sancionado quien hubiere cometido la conducta ilícita con algún 

grado, aunque mínimo de culpa” (Álvarez Echangüe, 2004, pág. 142) 

 

Si bien se sancionó con la clausura de TODOS los establecimientos del sujeto 

pasivo, hay que cons iderar que este tiene únicamente un local,  por cuanto el 

error es evidente.  

 

A esto es necesario acotar que la personalidad de la pena exige que la sanción 

sea impuesta al sujeto pasivo autor de la conducta punible, por lo cual la 

autoridad tributaria encargada de imponer la clausura debía prever la existencia 

de más locales com erciales y clausurar únicamente de forma tal que se 

entienda la prohibición de laborar a Turística Hotelera BORIPE S.A. Bajo 

ningún argumento se justifica la clausura del resto de locales.  

 

El clausurar otros l ocales es lo que ha vulnerado derechos reconocidos  

constitucionalmente, y es precis amente la falta de probidad en la ejecución de 

la clausura por parte de la administrac ión la que ha c ausado perjuicio, por lo 

tanto es relevante la solicitud de medidas cautelares.  

 

Si bien el Artículo 27 de la Ley para la Equidad Tributaria en el Ecuador  señala 

“si la clausura afectare a terceros, el contribuyente contraventor responderá de 

los daños y perjuicios que con la imposición de la sanción se cause.”. Esto se 

entiende en el sentido estricto, pues si la  clausura del local afectare a terceros, 

es decir consumidores, proveedores, pe rsonal de servicio, incurriere en 

incumplimiento de contratos, etc., la responsabilidad corresponde al 

contribuyente, dado que fue est e el que in currió en la infracción que le impide 

ejecutar sus actividades comerciales como efecto de la sanción. Sin embargo si 

la clausura se impone de forma errónea no puede culparse al contribuyente, y 

este no puede acarrear la responsabilidad del SRI.  
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“La del Estado, y por él todas las entidades que integran el sector 

publico tiene el deber de reparar los perjuicios que sufran las personas a 

consecuencia de la carencia o deficiencia en la prestación de servicios 

públicos que estén a su cargo como por la acción u omisión de los 

servidores públicos y por los errores judiciales, denegación de justicia e 

incumplimiento del debido proceso Art. 11, 53 y 54 de la Nueva 

Constitución, sin perjuicio del derecho de repetición contra los causantes 

directos e inmediatos.” (Andrade Ubidia, Grijalva, & Storini, 2009,  pág. 

19) 

 

Finalmente si bien la cl ausura tiene su propio proc edimiento de impugnac ión, 

este corresponde al contribuyente sanc ionado, pero en este c aso a falta de 

notificación y de calidad como sujeto pasivo, los actores tienen derecho a exigir 

se respete sus derechos, y a exigir a la administración tributaria que repita por  

la deficiencia de sus competencias.  

 

Si bien la imposición de la sanción de clausura res ponde a la finalidad de 

recaudación y desde el punto de vista de la  administración tributaria es de 

orden público, la administración debe cons iderar que la imposició n de la 

clausura  

“podrá ser levantada y suspendida en su ejecución por la misma 

autoridad que la ordenó, siempre que se compruebe haberse subsanado 

la causa que determinó la imposición de la pena, satisfecho las 

obligaciones y cumplida las otras sanciones que se hubieren impuesto.” 

 

Para lo cual la administración debería  considerar como atenuantes que las  

obligaciones que la originaron fueron canceladas el 18 de agosto del 2010, que 

se afectaron derechos de terceros por la mala im posición de sellos y  que 

existió confusión respecto del contribuyent e que debía ser sancionado y por 

tanto no existió la debida notificación vulnerando el derecho a la defensa de los 

demás contribuyentes. Además conforme a la situac ión económica del p aís 

deberían ser suficientes los días en los c uales estuvo vigente la clausura, dado 
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que la c ircunstancia se hará extensiva en caso de reincidencia para lo cual la 

ley prevé una sanción más severa.  

“La realidad es que al limitar al Derecho Tributario exclusivamente a la 

actividad de recaudación ignorando los aspectos constitucionales, 

administrativos, procesales y penales, se reduce a tal grado nuestra 

materia, que de tan pura se inutiliza, ya que el fenómeno jurídico 

tributario no puede concebirse sin los otros aspectos a que nos hemos 

referido” (Delgadillo Gutierrez, 1995, pág. 98) 

 

Por lo tanto el Tribunal de Consti tucional debería ponderar  los derec hos 

contenidos en los Artículos 11 (ejercicio  de derechos) núm. 1,  3, 5, 8, 9; 

Artículo 33 (derecho al trabajo);  Artículo 76 (derechos al debido proceso) núm. 

7; Artículo 86 referente a garantías jurisdiccionales.  

 

“lo que resulta incontrovertible es que el trabajo, no solo licito, sino 

también socialmente útil, no puede ser desalentado en términos de 

severa interferencia por las cargas tributarias – obligaciones sustantivas 

en sentido estricto – ni tampoco mediante limitaciones formales – 

deberes o restricciones adjetivos; cuestión que tendrá que ser 

ponderada, en cada caso, en sus más variadas facetas, desde la 

perspectiva de la razonabilidad de las prescripciones que, obviamente 

conduce, como corolario, a la interdicción de todo tipo de excesividad.” 

(García Belsunce, 2003, pág. 347) 

 

Es así como la exc esiva sanción y mal procedimiento de la administrac ión 

tributaria, lejos de garantizar el bi en común ha perjudic ado económicamente y 

moralmente a 4 contribuyentes que no f ueron sancionados. Afectación que 

trasciende la órbita económica y afecta el nombre de estos contribuyentes.  

  

 “El nuevo enfoque de la razón de la existencia del Estado y de sus 

deberes primordiales trae como consecuencia que se precise un nuevo 
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papel para el juez, como garantista de los derechos humanos. Art 11 

núm. 3, num7…” (Andrade Ubidia, Grijalva, & Storini, 2009, pág. 242) 

 

Es así como el Tribunal Constitucional debe realizar su interpretación y análisis 

más allá de los elem entos que las partes otorgaron con la finalidad de cumplir 

su función. A esto agregamos que inclus o dentro del COT en el Artículo 85 se 

señala lo siguiente “Todo acto administrativo relacionado con la determinación 

de la obligación tributaria, así como las resoluciones que dicten las autoridades 

respectivas, se notificará a los peticionarios o reclamantes y a quienes puedan 

resultar directamente afectados por esas decisiones, con arreglo a los 

preceptos de este Código. El acto de que se trate no será eficaz respecto de 

quien no se hubiere efectuado la notificación.” Lo cual refleja una vez más la 

responsabilidad del SRI por NO  NOTIFICAR  a quienes f ueron directamente 

afectados.  

 

“Si se busca el pronunciamiento de la Corte Constitucional lo jurídico es 

acudir a los procesos constitucionales específicos diseñados para el 

efecto. Estos son procesos constitucionales que aseguran el debido 

proceso, y por tanto incluyen los tipos de procedimientos, 

comparecencias, argumentos, responsabilidades y decisiones 

adecuadas. En cambio si la propia Corte viola el debido proceso en el 

desempeño de sus competencias solo le espera una deslegitimación 

acelerada como órgano jurisdiccional.” (Andrade Ubidia, Grijalva, & 

Storini, 2009, pág. 276) 

 

Por lo tanto, es importante que el Tr ibunal Constitucional, actualice s us 

métodos de interpretación y que estos sean concordantes con la realidad 

social, económica y el espíritu de la Constitución.  

“De todos modos, la actuación del Estado como componedor de los 

conflictos particulares es insuficiente, al menos en materia tributaria, por 

tratarse de un ámbito en el cual justamente él es quien se halla 
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involucrado en las controversias, razón por la cual es menester buscar la 

seguridad mediante el derecho.” (García Belsunce, 2003, pág. 372)  

 

Por lo cual recae sobre este Tribunal la  tarea de darle seguridad jurídica a las  

actuaciones tanto de la administración co mo de la judicatura, lo cual no se 

refleja en esta sentencia.  
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CAPÍTULO III 
  

MECANISMOS DE IMPUGNACIÓN PREVISTOS PARA LA CLAUSURA 
 

 
3.1. Derecho a impugnar 
 

El ciudadano tiene el derecho legítimo  de impugnar contra cualquier a cto 

administrativo o sentencia judicial. Este derecho lo puede exigir vía 

administrativa y vía judicial según s ea el caso y está garantizado en los 

Artículos 75 y 76 de la Constitución de la República.  

 

En principio, se espera que al acto administrativo primero se lo impugne vía 

administrativa y luego se lo haga vía judi cial. En el caso de infracciones ,  

específicamente las contravenciones y faltas reglamentarias podrán ser 

resueltas por la autoridad administrativa. En  el caso de los delitos tributarios la 

autoridad competente para sancionar es el Juez de lo Contencioso Tributario y 

la impugnación se realiza solo vía judicial. 

 

Es así como en el caso de contravenciones como el incumplimiento de deberes 

formales y en los c asos específicos del Artículo 97.14 de la LO RTI, debe ser 

aplicada la sanción por la autoridad competente que es el Servicio de Ren tas 

Internas. Para el efecto se procederá conforme al procedimiento promulgado 

en el Reglamento a clausura de locales comerciales que entró en vigencia el 

2009.  

 

Finalmente en contradicción  al COT, el Artículo 64 de la LORTI eleva de 

contravención a delit o el no entregar facturas. Por lo tanto acorde a las 

disposiciones del Código Orgánico Tri butario la aut oridad competente para 

sancionar sería el Juez de lo Contencio so Tributario por denuncia del SRI. Sin 

embargo en la Dis posición General Sé ptima de la Ley a la Reforma de las  

Finanzas Públicas numeral iii) lit eral a) se establece que en circ unstancias de 

flagrancia se aplicará inmediatamente la clausura por medio del SRI, y se 
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permite la impugnac ión de es tas resoluciones ante el Juez  Contencioso 

Tributario.  

En este caso si bien es práctica para la autoridad administrativa, no se cumplen 

a cabalidad las normas contenidas en el Código Tributario, ni los principios 

procesales de contradicción, inmediac ión y legalidad como explic amos en 

capítulos anteriores.  

 

Además de considerar a la clausura una sanción excesiva al incumplimiento de 

deberes formales, y más aún s u tipología en el delit o de defraudación por no 

entregar comprobantes de venta. La fo rma que la autoridad se basa par a 

obtener pruebas del cometim iento de esta defraudación flagrante es  

inconstitucional. Utiliza la figura del agente encubierto, que es un fedatario que 

induce al contribuyente a error.  

 

Los contribuyentes se quej an de que la aplicación de la medida sancionatoria 

de la clausura es excesiva pues la pérdida económica de una semana depende 

la estabilidad del negocio. Sin descartar lo inapropiado de que un “fedatario” de 

la autoridad administrativa sea co-partíc ipe en el cometimiento de la infracción 

dando lugar muchas veces a que esta se cometa. 

 

  
3.2 Mecanismos previstos para la impugnación de la clausura mediante 

vía administrativa; recursos y reclamos 
 
 

Los Actos Administrativos tienen que gozar de legitimidad a través de la 

autoridad competente designada para el efecto. En el caso de la impugnac ión 

de la clausura vía administrativa, el  Artículo 364 del COT establece que 

aquellos que sean s ancionados por contravenciones  o faltas r eglamentarias 

pueden deducir los mismos recursos que en los casos de determinación.  

 

Para el efecto caben los contenidos en el Artículo 115  que da la posibilidad de 

que quepa el reclamo, y los recursos del Artículo 140.- Revisión y Apelación.  
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Sin embargo el Artículo 140 establece la posibilidad de que a las  resoluciones 

administrativas se podrá interponer el  recurso de apelación únic amente dentro 

del procedimiento de ejecuc ión. Por lo tanto a los actos administrativos de 

resolución a la imposición de la sanción clausura no cabe la apelación.   

 

“Este Excmo. Tribunal en un ya célebre fallo Fernandez Arias C/Poggio 

(t.247:646) expresó que la garantía del debido proceso legal implica que 

las decisiones de los órganos y tribunales administrativos puedan gozar 

de control judicial suficiente, lo que implica que en primer lugar, los 

particulares deben tener derecho a interponer un recurso ante los jueces 

ordinarios contra los actos administrados de carácter jurisdiccional, y en 

segundo lugar, la negación a los tribunales administrativos de la 

potestad de dictar resoluciones finales en cuanto a los hechos y al 

derecho controvertido. (Lascano, Diaz, & Sieiro, 2002, pág. 533)  

 

Por ende estos son los recursos que cab en a la c lausura impuesta bajo el 

procedimiento establecido en el reglamento a la claus ura de loc ales 

comerciales promulgado el 2009.  

 

3.2.1 RECLAMO 

 

Los reclamos deben presentarse ante la  respectiva dire cción regional o 

provincial en los casos que no tengan domicilio en Pichincha. Los cuales serán 

remitidos en cuarenta y ocho horas al Servicio de Rentas  Internas en 

Pichincha.  

 

El Artículo 119 señala los requisitos del contenido del reclamo los cuales son la 

designación de la autoridad ante quien se formule; nombre  y apellido del 

compareciente; el derecho por  el que lo hace; el númer o del registro de 

contribuyentes, o el de la c édula de id entidad, en s u caso; indicación de s u 

domicilio permanente, y para notificación;  Mención del acto administrativo 

objeto del reclamo y la ex presión de los fundamentos de hecho y de derec ho 
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en que se apoya; la petición o pretensión concreta que se formule; y, la fir ma 

del compareciente, representante o procurador y la del abogado que lo 

patrocine. 

 

En caso de disponer pruebas para sustentar el reclamo, se las deberá adjuntar. 

Caso contrario se debe solicit ar plazo para hacerlo. En caso de que la 

autoridad considere que el reclamo no está bien formulado, concederá un plazo 

de 10 días para completarlo.  

 

Es importante tomar en cuenta que lo s medios de prueba adm itidos son los 

mismos que cita el Código de Procedi miento Civil menos la confesión de 

funcionarios y empleados públicos. El testimonio se admitirá únicamente 

cuando no exista otra forma de probar lo  alegado. El plaz o para probar lo 

solicitará el reclamante y se lo fijará de acuerdo a la importancia de los hechos, 

en ningún caso podrá ser mayor a 30 días.  

 

Una vez admitido a trámite el r eclamo, para la sustanciac ión del mismo la 

autoridad administrativa co mpetente dispondrá en una pr ovidencia la práctica 

de todas las diligencias  que por su naturalez a puedan realizarse 

simultáneamente. Es posible que se deleg ue a otro funcionario el trámite, lo 

cual tendrá los mismos efectos.  

 

La autoridad adminis trativa encargada de resolver el reclamo podrá disponer  

una audiencia para que las pa rtes esclarezcan puntos  del reclamo. Esta 

audiencia deberá dis ponerse en un máximo  de 20 días antes del plazo para 

resolver el reclamo. El plazo general para resolver son 120 días  hábiles desde 

el día siguiente de pr esentado el reclamo a excepción de los cas os en los que 

se concedió plazo pr obatorio. En los cu ales contará el plaz o desde e l día 

siguiente al vencimiento de este. 

  

La resolución al reclamo deberá ser en forma escrita, con la enunciación de los 

fundamentos de hec ho y de derecho que c ondujeron al pronun ciamiento. El 
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deber de la administración de dictar la resolución e scrita no termina ni aun en 

los casos de silencio administrativo. El cual si no aceptare en todo el contenido 

del reclamo servirá de elemento de juic io para la sentencia en caso de haberse 

iniciado acción contenciosa administrativa.  

  

3.2.2 RECURSO DE REVISIÓN 

 

En el Artículo 143 del CO T establece que de oficio o por petición de parte, la 

autoridad competente de  la administración tributaria  iniciará el proces o de 

revisión tras una fundamentación basad a en los  errores de hec ho ó derec ho 

que contenga la resolución.  

 

Así mismo se especifica su procedencia de la siguiente forma: 

“1. Cuando hubieren sido expedidos o dictados con evidente error de hecho o 

de derecho, verificados y justificados según informe jurídico previo. En caso de 

improcedencia del mismo, la autoridad competente ordenará el archivo del 

trámite; 

2. Cuando con posterioridad aparecieren documentos de valor trascendental 

ignorados al expedirse el acto o resolución de que se trate; 

3. Cuando los documentos que sirvieron de base fundamental para dictar tales 

actos o resoluciones fueren manifiestamente nulos, en los términos de los 

artículos 47 y 48 de la Ley Notarial, o hubieren sido declarados nulos por 

sentencia judicial ejecutoriada; 

4. Cuando en igual caso, los documentos, sean públicos o privados, por 

contener error evidente, o por cualquiera de los defectos señalados en el 

artículo 167 del Código de Procedimiento Civil, o por pruebas posteriores, 

permitan presumir, grave y concordantemente, su falsedad; 

5. Cuando habiéndose expedido el acto o resolución, en virtud de prueba 

testimonial, los testigos hubieren sido condenados en sentencia judicial 

ejecutoriada, por falso testimonio, precisamente por las declaraciones que 

sirvieron de fundamento a dicho acto o resolución; y, 
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6. Cuando por sentencia judicial ejecutoriada se estableciere que, para dictar el 

acto o resolución materia de la revisión, ha mediado delito cometido por 

funcionarios o empleados públicos que intervinieron en tal acto o resolución.” 

Para que el recurso proceda se abrirá un expediente sumario, para lo cual 

primeramente se deberá em itir un informe jurídico  desde el Departamento 

Jurídico de la Adminis tración Tributaria en base a uno de los num erales antes 

referidos, como consecuencia se abrirá un expediente sumario de necesitarse 

la actuación de pruebas. Si se t rata de cuestiones de puro derecho no s erá 

necesario abrir el sumario. 

 

En el cas o Argentino el autor Luis Gi angreco establece la s posibilidades de 

nulidad del acto por faltas formales en el Acta de resolución de clausura.  

“Art.140.- El acta será nula si falta la indicación de la fecha, o la firma del 

funcionario actuante, o la del secretario o testigos de actuación, o la 

información prevista en la última parte el artículo anterior” (Giangreco, 

2002, pág. 104) 

 

Por el contrario en el caso ecuatoriano la clausura es realizada en presencia de 

la administración tributaria que en la mayoría de casos la ejecuta la 

administración tributaria y en los casos de flagrancia a través del fedatario y sin 

firma en la resolución que se emite. A demás la resolución no es más que un 

modelo estándar sin mayor especificación del acto de resolución de clausura.  

 

Los requisitos formales y de nulidad en Argentina son más específicos  

 

“De los artículos transcriptos se puede efectuar una sinopsis de los factores 

que giran en torno a las actas procesales penales, considerando los siguientes 

tópicos: sujetos, circunstancias a exteriorizar, requisitos personales, requisitos 

formales y nulidad. 

Sujetos: 1.- Juez 

2.- Fiscal 

3.- Funcionarios de policía 
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4.- Funcionarios de fuerzas de seguridad 

Circunstancias a exteriorizar 

1.- Actos realizados por el propio funcionario 

2.- Actos cumplidos en su presencia 

Requisitos personales 

1.- Juez: será asistido por un secretario 

2.- Fiscal: será asistido por un secretario 

3.- Funcionario de policía: será asistido por dos testigos 

4.- Funcionario de fuerzas de seguridad: será asistido por dos testigos. 

Los testigos en ningún caso podrán pertenecer a la repartición cuando 

se trate de las actas que acrediten los actos irreproducibles y definitivos, 

tales como el secuestro, inspecciones oculares o requisa personal. No 

podrán ser testigos de actuación los menores de 18 años, los dementes 

y los que en el momento del acto se encuentren en estado de 

inconsciencia. 

Requisitos formales   Las actas deberán contener: 

1.- Fecha 

2.- Nombre y apellido de las personas que intervengan.  

3. El motivo que haya impedido, en su caso, la intervención de las 

personas obligadas a asistir.  

4.- La indicación de las diligencias realizadas y de su resultado. 

5.- Las declaraciones recibidas; si fueron espontáneas o a 

requerimiento; si fueron espontáneas o a requerimiento; si las dictaron 

los declarantes.  

6.- Firma por todos los intervinientes que deban hacerlo, cuando alguno 

no pudiere firmar, se hará mención de ello. Si tuviere que firmar un ciego 

o un analfabeto se le informará que el acta puede ser leída, y en su 

caso, suscripta por una persona de su confianza, lo que se hará constar.  

Nulidad       El acta será nula si falta: 

1.- La fecha 

2.- La firma del funcionario actuante 
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3.-La firma del secretario o de los testigos de actuación. 4.-La 

mención de que se ha informado que el acta puede ser leída y suscripta 

por una persona de confianza, siendo que el obligado a firmar fuere 

ciego o analfabeto.” (Giangreco, 2002, pág. 105) 

  

Estos requisitos aseguran al contribuyent e que se de fe del acto mediante el 

acta, informándolo s obre la autoridad competente a realizar la y bajo que 

preceptos la realiza, detallando quienes son los funcionarios que la ejecutan y 

bajo que ordenes. As í el contribuyente ti ene la seguridad de poder contradecir 

y exigir reposición en caso de que se  confirme abuso de autoridad. Considero 

que la exigencia de estas espec ificaciones serían de gran utilidad para todos  

los casos de clausur a, especialmente el  de flagrancia que es el más vulnera 

derechos.   

  

Para los casos impugnables por medio de es te recurso el término de prueba lo 

señalará la administración si n poder ser inferior a cinco días ni más de veinte.  

Si bien ambas partes pueden presentar las pruebas que consideren necesarias 

en atención a las admitidas en el Código de Procedimiento Civil. Pese a que se 

permite interponer este recurso, no es  viable puesto que s u interposición no 

detiene el recurrir de la sanción, por lo cual el perjuicio económico causado es 

irreversible.  Es decir no detiene la vulneración de los derechos y genera costas 

judiciales elevadas en comparación del perjuicio motivo de la sanción.  

 

Se señala en el Artículo 145:  

“Improcedencia del recurso.- No procede el recurso de revisión en los 

siguientes casos: 

1. Cuando el asunto hubiere sido resuelto por el Juez de lo Contencioso 

Tributario, sin perjuicio de la responsabilidad que corresponda a los 

funcionarios y empleados de la administración; 

2. Cuando desde la fecha en que se dictó el acto o resolución hubieren 

transcurrido tres años, en los casos de los numerales 1, 2, 3 y 4, del artículo 

143; 
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3. Cuando en los casos de los numerales 5 y 6 del mismo artículo, hubieren 

transcurrido treinta días, desde que se ejecutorió la respectiva sentencia y 

siempre que hasta entonces no hubieren transcurrido cinco años desde la 

notificación de la resolución o del acto de que se trate; 

4. Cuando, habiendo sido insinuado por el afectado directo no fundamentare 

debidamente la existencia de cualquiera de las causales del artículo 143 en la 

que estos habrían incurrido; y, 

5. Cuando el asunto controvertido haya sido resuelto mediante resolución 

expedida por la máxima autoridad de la administración tributaria respectiva.” 

 

La administración deberá dictar la resolución motivada en un término no mayor 

a 90 días, pronunciándose sobre el acto impugnado.   

 

3.3  Mecanismos previstos para la impugnación de la clausura mediante 

vía judicial: 

 

3.3.1 Acción Contenciosa Tributaria  

 

Si bien en el c aso de la aplicaci ón de la sanción de claus ura bajo el 

procedimiento de la disposición séptima para la reforma a las finanzas públicas, 

en el caso de flagrancia ya se impide ac udir al recurso de revisión y de queja 

pues su aplicac ión es inmediat a sancionando una esfera penal tributaria en 

caso de flagrancia. Por lo tanto conforme  al Artículo 148 del COT, solo cabe la 

acción contenciosa tributaria para lo  cual debería señalarse un día de 

Audiencia por lo menos  para que el contribuyent e exija su derecho de 

contradicción.  

 

La imposición de esta sanción en caso de flagrancia debería corresponder al 

Juez de lo contencioso tributario pues  se trata de un delit o no de una mera 

resolución administrativa. No se ha otorgado com petencia a la autoridad 

administrativa para resolver delitos en virtud del Artículo que hace referencia a 

la competencia penal en la esfera tributaria.  
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Para interponer este recurso es neces ario que aún no hay an pasado 20 días 

desde que fue notificado y será necesario presentar la demanda en el domicilio 

del actor. Así la respectiva Secretaría asignará número a la causa. 

 

Es importante cumplir  con los r equisitos del Artículo 231 que específica que 

esta debe ser clara y especifica en lo re ferente a los nombres del demandante, 

la acreditación de la r epresentación, la especificación del acto que se impugna 

debidamente motivado, la pretensión,  la designación de la autoridad 

demandada, la dirección para la citación,  domicilio para ser notificado y las  

firmas conjuntas con su abogado def ensor provistos de números de 

identificación.  

 

En caso de declarars e a la dem anda obscura el Juez de Sustanciación pedirá 

al contribuyente que accionó complete los requisitos esenciales hasta dentro de 

5 días, caso contrario podrá rechazar y archivar la demanda.  

 

La norma establece que en casos de determinación tributaria o de ejecución se 

debe depositar un mínimo del 10% del va lor de la cuantía exigida en la 

demanda caso contrario no se considerar á presentado el recurso. En cas o de 

la sanción de clausura no es necesario afianzar la pretensión. 

 

Una vez que ingresó la demanda, y sie ndo calificada oportunamente, el Juez 

dispondrá se proceda a citar a las par tes otorgando un término de 15 días para 

dar contestación conforme a los artículos 243 y 244 del COT.  

 

Esta contestación no puede omitir la identificación de la autoridad que 

comparece como titular de la autoridad administrativa, la motivación en hechos  

y derechos, así como la dirección para futuras notificaciones. En caso de no 

contestación de la demanda, se entender á como negativa pura y simple de la 

acción propuesta o ratificación de los fundamentos que motivaron la resolución. 

Se podrá continuar el tr ámite a petición de parte ó  de oficio. El demandado 
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tiene la obligación de presentar c uanto documento haya servido para la 

resolución en copia certificada. 

 

La presentación de la demanda contenciosa tributaria detiene la ejecución de la 

sanción, se podrá presentar pruebas c onjuntamente a la dem anda. El j uez 

podrá en cualquier estado de la causa, antes de dictar sentencia asignar un 

plazo de 10 días para presentar pr uebas y afirmar lo pres entado en la 

demanda. Para el actor es sumament e importante pues c omprometió su 

palabra y deberá utilizar todos los medios de prueba ad mitidos a excepción de 

la confesión de servidor público.  

 

Las pruebas si bien son presentadas de ntro del té rmino probatorio, el actor  

tiene la posibilidad de hacerlo conjunt amente con la demanda. El tribunal en 

cualquier etapa del juicio  puede solic itar pruebas, ó la realiz ación de 

investigaciones, siempre y cuando sea antes de la sentencia. Para el efecto se 

utilizará las partidas presupues tarias de la administr ación en el caso de que 

sea solicitado por el Tribunal. Caso contrario y en caso de no existir  

presupuesto asignado será el solicitante quien subvencione todo gasto que sea 

necesario.  

 

El actor podrá desis tir hasta antes de notificada la sentenc ia. En caso de 

abandono, el juez deberá declararlo, lo cual tendrá como efecto el fin del juicio. 

En ambos casos quien desista o aband one la causa será condenado a costas, 

las cuales incluirán las del abogado del demandado.  

 

Al momento de dictar sentencia, la autoridad judicial deberá valorar las pruebas 

tanto plenas como semiplenas , aquellas aportadas por las  partes, las 

practicadas de oficio e incluso las extemporáneas con la finalidad de esclarecer 

la decisión. Previo a emitir sentencia se examinarán los vicios de nulidad ó la 

omisión de solemnidades sustanciales pa ra luego analizar lo  referente a la 

pretensión. Para el efecto la autoridad notificará a las partes y tendrá un plazo 

de treinta días. Dentro de este ti empo ambas partes pueden emitir informes 
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sobre derecho o solic itar audiencia de estrados para esclarecer aún más la 

controversia. 

 

Sobre la s entencia caben los r ecursos de aclaración en caso de ser esta 

oscura y ampliación cuando se haya omitido algún punto a ser resuelto.   

 

Con los mismos requisitos que la ley es tablece para presentar la demanda se 

podrán presentar las excepc iones contenidas en el Ar tículo 212 del COT, las  

cuales son las siguientes: 

 

“1. Incompetencia del funcionario ejecutor; 
2. Ilegitimidad de personería del coactivado o de quien hubiere sido 
citado como su representante; 
3. Inexistencia de la obligación por falta de ley que establezca el tributo o 
por exención legal; 
4. El hecho de no ser deudor directo ni responsable de la obligación 
exigida; 
5. Extinción total o parcial de la obligación por algu no de los  modos 
previstos en el artículo 37 de este Código; 
6. Encontrarse en trámite, pendiente de resolución, un reclamo o recurso 
administrativo u observaciones formuladas respecto al título o al derecho 
para su emisión; 
7. Hallarse en trámite la petición  de facilidades para el pago o n o estar 
vencido ninguno de los plazos concedidos , ni en mora de alguno de los  
dividendos correspondientes; 
8. Haberse presentado para ante el  Tribunal Dist rital de lo Fiscal 
demanda contencioso tributaria  por impugnación de resolución 
administrativa, antecedente del título o títulos que se ejecutan; 
9. Duplicación de títulos respecto de una misma obligación tributaria y de 
una misma persona; y, 
10. Nulidad del auto de pago o del proc edimiento de ejecución por  
falsificación del título de crédito; por quebrantamiento de las normas que 
rigen su emisión, o falta de requisito s legales que afecten la validez del 
título o del procedimiento.” 

 

Estas excepciones podrán ser interpuestas dentro de 20 días contados des de 

el día hábil siguiente a la notificación. El funcionario ejecutor deberá remitir al 

Juez de lo Contencioso Tr ibutario en un plazo de c inco días con copia d el 

proceso los respectivos anexos y las obser vaciones pertinentes. Para el efecto 

el Juez que recepta mandará a notificar al excepc ionante, al ejecutor y a la 
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autoridad administrativa para que en el plazo de cinco dí as conteste. 

Transcurrido el plazo y aunque la autoridad  no haya contestado se abrirá un 

plazo de cinco días para presentar pruebas en virtud del Artículo 281 del COT. 

 

Una vez terminado el término probatorio y si el Juez competente no considera 

la práctica de más diligencias probatorias dictará sentencia. En dicha sentencia 

se condenará a costas al exc epcionante si hubo intenci ón de demorar la 

ejecución de la sanción. 

 

3.3.2  Casación 

 

Respecto al recurso de casación, este será resuelto únicamente por los Jueces 

de la Corte Nac ional. Conforme al Ar tículo 309 del COT se remitirá a las  

disposiciones de la Ley de Cas ación. Es posible recurrir en los casos de delito 

tributario, como lo resuelto bajo el procedimiento de la Dispos ición Séptima 

para la reforma de las Finanzas Públicas. 

 

El recurso procede contra sentencias y autos que ponen fin a procesos de 

conocimiento dictado por las Cortes Provinciales. Por  lo tanto fue necesario 

apelar antes de exigir la cas ación y se r el agraviado en la sentencia. El 

contribuyente tiene 5 días para interponer el recurso mientras la administración 

tributaria de ser el caso tiene 15 días. 

 

Las causales están contenidas en el Artículo 3:  

 

“1ra. Aplicación indebida, falta de aplicación o errónea interpretación de 

normas de derecho, incluyendo los precedentes jurisprudenciales 

obligatorios, en la sentencia o auto, que hayan sido determinantes de su 

parte dispositiva; 

2da. Aplicación indebida, falta de aplicación o errónea interpretación de 

normas procesales, cuando hayan viciado el proceso de nulidad 

insanable o provocado indefensión, siempre que hubieren influido en la 
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decisión de la causa y que la respectiva nulidad no hubiere quedado 

convalidada legalmente; 

3ra. Aplicación indebida, falta de aplicación o errónea interpretación de 

los preceptos jurídicos aplicables a la valoración de la prueba, siempre 

que hayan conducido a una equivocada aplicación o a la no aplicación 

de normas de derecho en la sentencia o auto; 

4ta. Resolución, en la sentencia o auto, de lo que no fuera materia del 

litigio u omisión de resolver en ella todos los puntos de la litis; y, 

5ta. Cuando la sentencia o auto no contuvieren los requisitos exigidos 

por la Ley o en su parte dispositiva se adoptan decisiones contradictorias 

o incompatibles.” 

 

Los requisitos formales para la presentación del recurs o están contenidos en el 

Artículo 6 de la Ley, los cuales incluyen la especificac ión de la sentencia, y las 

partes involucradas, las normas y solemnidades que se considera infringidas, la 

determinación de las causales y fundamentos en que se basa en recurso. 

 

Para el efecto la sala sorteada dispone de 10 días para calif icar la procedencia 

del recurso en base al Artículo 7: 

“1ra.- Si la sentencia o auto objeto del recurso es de aquellos contra los 

cuales procede de acuerdo con el artículo 2; 

2da.- Si se ha interpuesto en tiempo; y, 

3ra.- Si el escrito mediante el cual se lo deduce reúne los requisitos 

señalados en el artículo anterior.” 

 

En caso de ser admisible el recurso en vi rtud del Artículo 7 y 6, se notificará a 

las partes en un término de 3 días. El juez ordenará se eleve el expediente a la 

Corte Nacional de Justicia y las copias al  juez competente de ejecutar el fallo . 

En un término de 15 días la Sala de la Corte Nacional examinará si fue 

correctamente admitido y dec larará su admisión o rechazo. Si lo admite debe 

atenderse al Artículo 13 de esta Ley.  

 



83 
 

Recurrir a la casación puede solicitar se  suspenda la ejecución de la sentencia 

recurrida mediante c aución suficiente. Sin embargo esto no sucede pues la 

clausura ya concluyó generando los daños económicos al contribuyente.  

 

En un ter mino de diez días después de receptado el proceso la Sala de la 

Corte notificará a las  partes y ordenará cor rer traslado a quienes corresponda 

con el recurso deducido, concediendo un término de cinco días para que s ea 

contestado con los fundamentos respectivos, conforme al Artículo 13.  

 

El recurso de casac ión no permite se practiquen pruebas. La Corte casará la 

sentencia de considerarlo procedente y expedirá la que corresponda en mérito 

de los hechos de la sentencia. Si el re curso es admitido por el numeral 2 de l 

Artículo 3, la Corte anulará el fallo y en cinco días remitirá al órgano judicial o 

juez que corresponda en caso de recusación. Este deberá conocer y sustanciar 

desde el punto que se produjo la nulidad.  

 

Este recurso será despachado en un término de 9 0 días, más un día por cada 

cien fojas. En virtud del Artículo 18 lo s jueces podrán condenar en costas al 

recurrente si se ha comprobado que lo interpuso con el propósito de retardar la 

ejecución del fallo.  

 

En el c aso de Ecuador, se vul neran las garantías de debido proc eso 

principalmente el de defensa ya que en el caso de clausura por delito flagr ante 

no es suspensiva la sanción mientras se  recurre a la imp ugnación. Además 

conforme a la Corte Interamericana de Derechos Humanos todos los procesos  

deben tener dos instancias, mientras que  en Ecuador se pr evé solo una y  

después pasa a casación que es un recurso que analiz a únicamente la 

legalidad de la sentencia sin per mitir análisis de la prueba,  de los  hechos, de 

fondo ó permitir la defensa. 

 

En el artículo 84 se prevé la obligación a todo órgano con potestad normativa a 

adecuar las leyes y demás normas a los derechos cont enidos en la 
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Constitución y Tratados Internacionales.  Por lo tanto la garantía a la dob le 

instancia contenida en el Artículo 8 num eral 2 literal h) de la Convenci ón 

Americana de Derec hos Humanos (Pacto  de San J osé)   y el Artículo 14 

numeral 5 del Pacto Internacional de Dere chos Civiles y Políticos son exigibles 

a ser incluidos en nuestro ordenamiento jurídico para los ilícitos tributarios. Esta 

garantía procesal debe conducir  necesariamente a la exig encia de que para 

ejecutar una pena c ontra una persona, se necesite una doble conformidad 

judicial. 

 

“…también debe tenerse en cuenta que la jurisprudencia ha entendido 

aplicables al procedimiento sancionador las garantías procedimentales 

previstas en la Constitución. Así la STC 81/2000, de 27 de marzo, ha 

destacado la aplicación del derecho de defensa, del derecho a ser 

informado de la acusación, del derecho a la presunción de inocencia, de 

la prohibición de utilizar pruebas obtenidas violentando los derechos 

fundamentales, el derecho a no declarar contra sí mismo y el derecho a 

utilizar los medios de prueba pertinentes entre otros.” (Aneiros Pereira, 

2005, pág. 25)  

 

3.4  Mecanismos previstos para la impugnación de la clausura mediante 

vía Constitucional 

 

3.4.1 Acción de Protección 

 

El Artículo 94 contenido en el capítulo  III sección sex ta del Título III de las 

Garantías Jurisdiccionales de la Consti tución de la Repúbl ica referente a la 

Acción Extraordinaria de Protección establece que “ procederá contra 

sentencias o autos definitivos en los que se haya violado por acción u omisión 

derechos reconocidos en la Constitución, y se interpondrá ante la Corte 

Constitucional. El recurso procederá cuando se hayan agotado los recursos 

ordinarios y extraordinarios dentro del término legal, a menos que la falta de 
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interposición de estos recursos no fuera atribuible a la negligenc ia de la 

persona titular del derecho constitucional vulnerado.” 

 

Por lo tanto es un recurso válido en el caso de clausura flagrante pues la ley no 

prevé recurso de apelación, sin embargo no deja de recurrir la sanción pes e a 

que se acuda a este recurso. Por lo tant o el perjuicio económico se genera  de 

todas formas.  

 

La Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales  y Control Social en 

concordancia con el Regl amento de Sust anciación de Procesos en la Corte 

Constitucional marcan las reglas para llevar a cabo este recurso. La demand a 

deberá presentarse en la ofic ina de documentación de la Secretaría General o 

en las Oficinas Regionales de la Corte Constitucional quienes deberán remitir 

en 24 hor as a la Secretar ía General. La Secretar ía es la encargada de 

mantener un registro de cada causa con los respectivos datos.  

 

Acorde al Artículo 58 de la Ley de Garantía s Jurisdiccionales y Control Social 

“Art. 58.- Objeto.- La acción extraordi naria de protección ti ene por objeto la 

protección de los  derechos constitucionales y debido proceso en sentencias,  

autos definitivos, resoluciones c on fuerza de sentenc ia, en los que se hayan 

violado por acción u omisión derechos re conocidos en la Constitución” Este 

precepto en concor dancia con el Artícul o 437 de la Cons titución de la 

República aseguran al ciudadano el poder recurrir para ev itar la vulneración de 

sus derechos. Sin em bargo en la práctica  la primera causa de c lausura es el 

delito flagrante que no se suspende por  ningún medio de impugnación para el 

efecto lo que convierte lento y poco práctico el proceso de impugnación. 

 

Por lo cual concluim os que es necesar io establecer otro  procedimiento de 

aplicación a la sanción por delito fl agrante que sea en concordancia con e l 

debido proceso y las garantías jurisdi ccionales,  además de enfatizar en la 

necesidad de establecer una pena que no sea tan excesiva y abusiva. 
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3.5  Necesidad de un procedimiento abreviado 

 

Conforme al análisis  que se ha realiz ado en este capítulo, es important e 

considerar la neces idad de un proc edimiento abreviado para asegurar al 

efectivo acceso a la j usticia por parte de los contribuyentes. Hemos a lo la rgo 

del presente trabajo ponder ado los derec hos constitucionales de los  

contribuyentes. Es además evidente como en la realidad económica actual, una 

sanción excesiva como esta se aleja del espíritu consagrado en la Constitución 

de la Repúblic a. Aún más perjudica a la transformación de la justicia , la 

inexistencia de un procedimiento que permi ta la contradicción,  inmediación, 

juez imparcial, y garantice el debido proceso.  

 

Por lo tanto para no dejar en la indefensión a los contribuyentes y propender a 

una cultura tributaria interactiva y parti cipativa es elemental el otorgamiento de 

la competencia para conocer estas caus as. El juez imparcial permite que 

ambos contradictores se defiendan y no abusen de una pos ición privilegiada 

dentro de la contienda, como es el caso de la administración tributaria.  

 

Para el efecto tómese en cuenta las di sposiciones contenidas en el Código de 

Procedimiento Penal respecto a los procedimientos abreviados. De este cuerpo 

legal compaginarías los lineam ientos y necesidades para solventar la causa y 

delimitar la competencia del juez. Es pecialmente para los casos regulados por  

la disposición séptima de la ley para las finanzas públicas que son la clausura y 

el incumplimiento de deberes formales por parte del RISE.  

 

El contenido de la  la dispos ición séptima y  el reglamento a claus uras 

comerciales es inaceptable pues pese a c itar la orden de señalar día y hora 

para una audiencia,  se niega esta posib ilidad en el caso de flagrancia 

perdiendo así el contribuyente su derecho a la defens a y al debido proceso; lo 

que inclusive resulta aberrante frente a los principios constitucionales de 

inmediatez y contradicción, hay que anotar que desde la vigencia de la 

Constitución del año 2008 el ordenamiento jurídico ha venido transformándose, 
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precisamente en atención a los principi os antes enunciados, tanto que por 

ejemplo en materia penal ex iste actualmente jueces de flagrancia y por tanto 

Audiencias de flagancia, que constituye la mínima garantía procesal que debe 

brindar el Estado a cualquier ciudadano procesado; no pudiendo estar la norma 

tributaria ajena a este lineamiento c onstitucional que evidenc ia una ideología 

garantista que permite entender al derecho como ese sistema dinámico que v a 

mas allá de la razón jurídica legicentrica  

 

En consecuencia de lo anterior estamos dentro a una norma que aun cuando 

está vigente, carece de eficacia jurídica , y claramente es inconstitucional,  por 

tanto evidencia la cris is entre la realidad formal y sustancial de las que habla 

Luigi Ferrajoli, concluyendo éste que “por más que tenga una norma existencia 

formal o vigenc ia, puede muy bien ser invalida y como tal susceptible de 

anulación por contraste sustancial sobr e su producción.”  (FERRAJOLI, 2009,  

Pag. 20) 

 

La referencia anterior guarda suprema impor tancia en los tiempos actuales en 

razon de la inscripcion del Ecuador a partir del ano 2008, en el desarrollo del 

garantismo, generando dentro del Estado Cons titucional de derechos y justicia, 

un paradigma que en palabras del autor antes  nombrado “ No es otra cosa que 

una doble sujecion del derecho al derecho, que afecta a ambas dimensiones de 

todo fenomeno normativo: la vigencia y la validez, la forma y la sustancia, los  

signos y los significados, la legitimacion formal y la legitimacion sustancial o, si 

se quiere, la <racionalidad formal> y <la racionalidad material> weberianas ”. 

Bajo esta logic a con la cual me identifico, definitivamente aun cuando el 

reglamento que faculta la clausura esta vigente claramente es inconstitucional y 

por lo tanto carece de legitimidad, volviendose indispensable la presencia de un 

juez imparcial que garantice el derecho del ciudad ano contribuyente frente a la 

violacion de cualquier nivel de legalidad por parte del poder  publico, porque ya 

no es el juez como en el viejo sistema positivista la boca de la ley, aun cuando 

este este vigente, en suje cion a la ley  en cuanto es te sea v alida, es decir  

coherente con la Constitucion y por tanto con el modelo constitucional 
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garantista que no es una mera formalidad, sino una cualidad contingente ligada 

a la coherencia que debe caracterizar al ordenamiento juridico; en tanto esto no 

suceda la norma siendo inconstituci onal deberia no s er aplicada aun cuando 

este vigente y no halla declarado expresamente su inconstitucionalidad.  

       

La designación de un juez tributario que permita la existencia d e un 

procedimiento sumarísimo que atienda al  principio de celeridad, uniformidad,  

debido proceso y posteriormente se pueda acceder a segunda instancia.  

Conforme al Artículo 28 del Código de Procedimiento Penal está competencia 

podría ser atribuida a los jueces de gar antías penales para que conozcan de la 

causa y se garantice el debido proceso c on la comparecencia inmediata de la 

fiscalía para realizar las investigaciones correspondientes. 

 

Para iniciar el procedimiento al igua l que en otros procesos es precis o 

identificar al procesado con nombres y apellidos completos, la identificac ión 

exacta y detallada de los hechos que fundamentan la acción.    

 

Por lo tanto previo a sancionar  al contribuyente con clausura es importante 

normar un procedimiento abreviado que permi ta se garantice la comparecencia 

del acusado para que este tenga conoc imiento de los hechos argumentados y 

pueda acceder al derecho a la defensa,  

 

Este procedimiento primeramente debe iniciar a petición de  parte co n la 

solicitud frente a un juez de garantías penal es. Una vez aceptado la solic itud y 

admitida a procedimiento abreviado por  un término de 2 días la fiscalía 

recolectará la información nec esaria como indagación para fundamentar la 

resolución que finalmente tome el Juez designado.  

 

Concluido dicho término se proc ederá a cit ar con la b oleta respectiva para la 

realización de una Audienc ia de juzgamiento. En esta Audiencia en la que el 

contribuyente pueda alegar y presentar pruebas para desarrollar su defensa.  

 



89 
 

De conformidad con el TÍTULO V de los procedimientos especial, Capítulo I Art. 

369.- Admisibilidad.- En este Art ículo se hace referencia a la “inst rucción fiscal” 

comparecencia que garantizar á una investigación y  esclarecimiento de los  

hechos para determinar si obró o no de mala fe el fedatario y/o el 

contribuyente.  

 

La resolución de tramitar  mediante pr ocedimiento abreviado permite al 

contribuyente contradecir observando las  reglas aplicables a la audiencia de 

juzgamiento del proceso ordinario. Es importante considerar que est e 

juzgamiento lo planteamos con la modifi cación de la sanción pa ra que esta no 

sea excesiva dentro de la órbita económ ica de los contribuyentes pero que sin 

embargo no se juzgue sin brindar las garantías del debido proc edo entre ellas 

la del derecho a la defensa y contradicción.   

En caso de que el j uez de gar antías penales rechace el c onocimiento de la 

causa deberá pasar inmediatamente al Tribunal de Garantías Penales para que 

la tramite.  

 

En consonancia a la econom ía procesal consideramos otorgar la competencia 

a juzgados de garantías penales por  el contrario a crear juzgados  

especializados. 
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CAPÍTULO IV 

4.1 Conclusiones 

 

 Analizada la normativa jurídica vigent e para la sanción de la clausura 

concluimos que es excesiva en t érminos económicos, no se ajusta a la 

realidad económica ni al espíritu gar antista de la Constitución de la 

República. Más aún se contrapone al principio legal  

 

 Existe contradicción dentro de la  normativa dando paso al fenómeno de 

la ley penal en bl anco lo cual dificulta una correcta administración de 

justicia y vulnera las garantías del debido proceso y el derecho a la 

defensa. 

 

 Fundamentalmente no existe una corre cta administración de justicia al 

juzgar conforme la apreciación de un fedatario, que no permite 

comprobar la existencia de un ele mento constitutivo del de lito 

importante, que es la existencia de dolo. Muchas veces es el fedatario el 

que induce a error y l o que es peor la carencia de juez imparcial para 

resolver la causa.  

 

 Además no existe un procedimient o abreviado que se ajuste a las  

garantías del debido proceso o permita el acceso a recursos ju diciales 

como la apelación en segunda instancia.  

 

 Concluimos además que la adminis tración tributaria evade s u 

responsabilidad dentro de una correcta gesti ón tributaria al no controlar 

efectivamente el com ercio informal ni brindar suficiente información a l 

contribuyente respecto de la actividad tributaria en Ecuador.  
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4.2 Recomendaciones 

 

 Recomendamos actualizar la normativa vigente respecto a la imposición 

de la sanción de clausura.  Para lo cual s e debería tomar en 

consideración la realización de un estudio económico a fondo del 

perjuicio a la economía nacional que genera la clausura. 

 

 Recomendamos actualizar la norma tiva tributaria vigente y unificarla 

para eliminar el fenómeno de ley penal en blanco y que el contribuyente 

esté bien informado de las conducta s punibles, las sanciones a las que 

se sujetaría (las que de ninguna forma  serían excesiv as, privativas de 

derechos ó contradictor ias entre sí) y la autoridad competente en 

concordancia con los principios generales del derecho y de la 

administración tributaria. Eliminando la sanción incluso por reincidencia. 

 

 Reformar la ley para cambiar el procedimiento de aplicac ión de la 

sanción en caso de delito flagrante, determinando la aut oridad 

competente para sancionar, una sanc ión pecuniaria y un procedimiento 

abreviado para asegurar la defensa y el debido proceso.   

 

 Es urgente debido a los cambios económ icos, sociales y culturales que 

atraviesa el país fomentar una efec tiva, participativa y comprometida 

cultura tributaria. Para lo c ual la planificación estratégica de programas 

de capacitación, difusión y soc ialización de la política tributaria, sus  

directrices y las actualizac iones legales es import ante para mantener  

informada y actualizada a la ciudadanía tanto de  los benefic ios de la 

gestión tributaria y de la  necesidad de esta para la consecución de las  

obras estatales.  

 

 Recomendamos a la administrac ión tributaria llevar a c abo las acciones 

necesarias para planificar  la erradicación del comercio informal y las  

estrategias necesarias para que no se castigue exces ivamente a 
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quienes llevan sus negocios en concordan cia con los registros exigidos 

por la administración tributaria.  
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ANEXO  I 

SENTENCIA 004-11-SCN-CC 

CASO 0072-10-CN 

 

MARTES, MARZO 08, 2011 

 

DECLÁRASE QUE EL CONTENIDO DEL ARTÍCULO 329 DEL CÓDIGO 

ORGÁNICO TRIBUTARIO NO SE ENCUENTRA EN CONTRADICCIÓN CON 

LA CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA  

 

I. ANTECEDENTES 

 

Resumen de admisibilidad 

 

La presente consulta de constitucionalid ad ha sido pr opuesta ante esta Corte 

Constitucional, para el periodo de transic ión, por el J uez Sexto de Garantías 

Penales del Guayas, respecto a la cons titucionalidad o correcta interpretación 

del artículo innumerado (1), subsiguient e al artículo 329, que fue agregado por 

el artículo 21 de la Ley s/n, R.O. 242-3S , del 29 de diciem bre del 2007, del 

Código Tributario, que establece lo siguiente: "Salvo casos especiales previstos 

en la ley, la clausura de un establecimiento no podrá exceder de tres meses. Si 

la clausura afectare a terceros el c ontribuyente contraventor responderá de los  

daños y perjuicios que con la imposición de la sanción se cause. La clausur a 

del establecimiento del infractor conlleva la suspensión de todas las actividades 

en el establecimiento clausurado", dentro  de la acc ión de medidas cautelares  

N.° 1374-2010, seguida por José Dav id Navia Santana, en calidad de 

representante legal y  procurador común de la Compañía Turística Hoteler a 

BORIPE S. A., en contra del  Subsecretario Regional del Servicio de Rentas 

Internas del Litoral Sur. 

 

El Secretario General de esta Corte Constitucional, con fecha 04 de octubre del 

2010 a las 17h32, ha certificado que en refe rencia a la acción N.° 0072-10-CN, 
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que contiene la cons ulta remitida por el Juzgado Sexto de Garantías Penales 

del Guayas, no se ha presentado otra  demanda con identidad de objeto y  

acción. 

 

Mediante providencia del 08 de noviem bre del 2010 a las 09h30, el Dr. Manuel 

Viteri Olvera, Juez Cons titucional Sustanciador, av oca conocimiento de la 

consulta de constitucionalidad signad a con el N.° 0072-10-CN respecto al 

artículo innumerado (1), subsiguiente al artículo 329, que fue agregado por  el 

artículo 21 de la Ley  s/n, R.O. 242-3S, del 29 de  diciembre del 2007, del 

Código Tributario, present ada por el J uez Sexto de Garantías Penales  del 

Guayas, con asiento en el cantón Guayaquil. 

 

Detalle de la petición de consulta de constitucionalidad 

 

La presente consulta constitucional tiene como antecedente la acción de 

medidas cautelares constitucionales N.° 13742010 propuesta por los señores  

José David Navia Santana, por los derechos  que representa de la s compañías 

TURISTICA HOTELERA BORIPE S. A., y DISCONGYP S. A.; Carlos Alb erto 

Tapia Rizzo, Adriana Ángela Rizzo Serrano y Michelle Dennisse Tapia Riz o. El 

Juez Sexto de Garantías Penales de l Guayas, de conformidad con lo 

establecido en el artículo 428 de la  Constitución de la República, en 

concordancia con el artículo 142 de  la Ley Orgánica de Garantías 

Jurisdiccionales y Control Const itucional, suspende la tramitación de la causa 

con el objeto de elev ar la correspondiente consulta a la Corte Constitucional, 

para que absuelva si el ar tículo innumerado (1), subs iguiente al artículo 329, 

que fue agregado por el artíc ulo 21 de la Ley s/n, R.O. 242-3S, del 29 de 

diciembre del 2007, del Código Orgáni co Tributario es contrario a la 

Constitución o, en su defecto, i ndique la c orrecta interpretación o 

entendimiento. 
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Norma cuya constitucionalidad se consulta 

 

La norma jurídica cuya constitucionalidad es objeto de consulta, es la contenida 

en el artículo innumerado (1), subsigui ente al artículo 329,  que fue agregado 

por el artículo 21 de la Ley s/n, R.O. 242-3S, del 29 de diciembre del 2007, del 

Código Tributario, que dispone: 

 

"Art...(1).- Salvo casos especiales previstos en la ley, la clausura de un 

establecimiento no podrá exceder de tres meses. Si la clausura afectare a 

terceros el contribuyente contraventor responderá de los daños y perjuicios que 

con la imposición de la sanción se cause. La clausura del establecimiento del 

infractor conlleva la suspensión de todas sus actividades en el establecimiento 

clausurado". 

 

Petición concreta 

 

Con estos antecedentes, el Juez Sext o de Garantías Penales del Guayas 

solicita que la Corte Constitucional, abs uelva si el artículo innumerado (1), 

subsiguiente al artículo 329, que fue agr egado por el artículo 21 de la Ley s/n, 

R.O. 242-3S, del 29 de diciembr e del 2007, del Código Orgánico Tributario es 

contrario a la Constitución de la República o, en su defecto, indique la correcta 

interpretación o entendimiento. 

 

II. CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS DE LA CORTE 

CONSTITUCIONAL 

 

PRIMERO.- El Pleno de la Corte Constituci onal, para el periodo de transición,  

es competente para conocer y resolver la presente causa planteada por el Juez 

Sexto de Garantías Penales del Guayas, de conformidad con lo establecido en 

el artículo 428 de la Constitución de la  República, en conc ordancia con los  

artículos 141, 142 y 143 de la Ley Orgánica  de Garantías Jurisdiccionales y  

Control Constitucional, y lo dispuesto en el artículo 4 del Código Orgánico de la 
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Función Judicial; por lo que dicho Juez se encuentra legitimado para interponer 

la presente consulta de constitucionalidad. 

 

La presente consulta de c onstitucionalidad de norma ha s ido tramitada de 

conformidad con el ordenamient o jurídico constitucional y legal aplicable al 

caso. 

 

SEGUNDO.- El objeto de la consulta de constitucionalidad es  que la Corte 

Constitucional emita su pronunciami ento respecto a normas establec idas 

dentro de nuestro ordenamient o jurídico in terno, que puedan contrariar los 

preceptos supremos establec idos en nuestra actual Con stitución de la 

República o en Tratados Internacionales de Derechos Humanos, a fin de lograr 

establecer un sistema jurí dico coherente en el c ual no pueden existir normas  

infra constitucionales que sean contrarias a las mismas. 

 

Nuestro anterior marco constitucional de 1998, facultaba, en su artículo 274, a 

que cualquier juez pudiera dec larar inaplicable, por decisión propia, una norma 

que consideraba contraria a la Constituci ón; mientras que el artículo 428 de la 

actual Constitución señala que ante esta  posibilidad, el juez debe remitir el 

expediente a la Corte Constituc ional1, con la ind icación de la norma jurídica 

sobre cuya constitucionalidad existan dudas, a fin de que este organismo de 

control constitucional emita su pronunc iamiento respecto a dichas normas 

jurídicas, constituyendo este hec ho una de las modific aciones más relevantes 

que incorpora nuestra actual Constitución. 

 

Asimismo, esta Corte reitera el princi pio de supremacía constitucional y la 

fuerza normativa de la Constitución, y en fallos anteriores ha señalado que " las 

normas y los actos del poder públic o deberán mantener conformidad con las  

disposiciones constitucionales", so pena de carecer de eficacia jurídica,  

conforme lo previsto en el artículo 424 de la Constitución de la República.  De 

allí que la consulta de const itucionalidad tiene c omo finalidad lograr el 

pronunciamiento de la Corte Constitucional respecto a si las normas que el juez 
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o tribunal deben aplicar en la  tramitación de las causas sometidas a su 

conocimiento, son o no contrarias a los preceptos contenidos en la Constitución 

de la República o los tratados internaci onales de derechos humanos, es decir, 

el rol que desempeña la consulta es ac larar el panorama de los jueces  en 

casos de duda respecto a la constitu cionalidad de una no rma puesta a su 

conocimiento dentro de un caso concre to, correspondiendo únicamente a la 

Corte Constitucional diluc idar este c onflicto normativo, debiendo, en caso de 

encontrar contradicciones normativas con el texto constitucional, expulsar a esa 

norma del ordenamiento jurídico; sin embargo, aquello comporta un complicado 

ejercicio interpretativo, en donde la expulsión normati va debe ser la última 

medida adoptada por el juez constitucional, dando de esta forma cumplimiento 

a lo que doctrinariament e se conoce como el pr incipio de "in dubio pro 

legislatore", por medio de l cual ha de entenderse qu e en la  promulgación de 

una norma, el legislador ha observado la s disposiciones contenidas en la 

Constitución de la Repúblic a, y en caso de duda respecto a la 

constitucionalidad o no de una determi nada norma, se concederá el beneficio 

de la duda a favor del legisl ador y, por tanto, se cons iderará constitucional la 

norma consultada. 

 

En la presente causa, efectivament e, conforme las normas supremas y 

secundarias previstas, la tr amitación de la causa, motivo de la consulta, se 

encuentra suspendida en su trámite, y encontrándose dentro del p lazo, se 

procede a la revisión de la constitucionalidad de la norma recurrida. 

 

TERCERO.- De los  antecedentes expues tos, corresponde a esta Corte 

Constitucional determinar si la norma impugnada se encuentra en contradicción 

o no con las normas constitucionales. 

 

De la revisión de la demanda de consulta  planteada por el legitimado activo, la 

duda razonable que surge está en qu e una vez presentada la acción de 

medidas cautelares, la jueza o el ju ez la calificará, disponiendo  la 

correspondiente citación a la par te demandada. El juez convocó a las parte s a 
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la audiencia de solic itud de revocatoria de la medida cautelar , en la cual, de 

conformidad con lo dispuesto en el artíc ulo 428 de la Cons titución de la 

República, y el artículo 142 de la Ley Orgánica de Gar antías Jurisdiccionales y 

Control Constitucional, suspende la tram itación de la pres ente causa con el 

objeto de elevar la correspondiente consulta a la Corte Constitucional, para que 

absuelva si el artículo enumerado (1), subsiguiente al artículo 329, que fue 

agregado por el artículo 21 de la Ley s/n,  R.O. 242-3S, del 29 de diciembre del 

2007, del Código Orgánico Tributario es contrario a la Constitución. 

 

CUARTO.- De lo antes expuesto corresponde a  esta Corte de Control 

Constitucional, como máximo órgano  de interpretación constituc ional, 

determinar la constitucionalidad o no de  lo consultado, y para tal efecto 

corresponde dilucidar la siguiente interrogante: 

 

¿Existe contradicción entre las normas de la Constitución y el Código 

Tributario, en cuanto a la clausura de un establecimiento? 

 

Todo proceso judicial contiene etapas o momentos en su tramitación, en  los 

que a las partes que intervienen les asisten sus derechos de participación en el 

mismo, como es el momento de pres entación de la demanda, otro, el de 

calificación y citación, el de contestación de la demanda; la práctica de pruebas 

que son pedidas y/o debati das oportunamente; posteriormente la presentación 

de los alegatos, para concluir con la s entencia; todo esto es realizado en base 

al derecho al acceso gratuito a la justicia y a la tutela judicial efec tiva, imparcial 

y expedita de los derechos e interese s de todas las personas, consagrado en 

nuestro texto constitucional en el artículo 75, con sujeción a los principios de 

inmediación y celeridad, razón por la  cual toda  causa necesita de un 

procedimiento, cuya decisión judicial se sujetará a las expos iciones de las 

partes quienes están llamadas a precisar los hechos. 

 

En el presente caso, la autoridad adm inistrativa del SRI, en uso de sus 

facultades, ha procedido a clausurar un local por  dar cumplimiento a las  
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normas legales y en aplicac ión del ar tículo innumerado (1), subsiguiente al 

artículo 329, y 70 del Código Tr ibutario. El artículo 26 de la Ley Orgánica de 

Garantías Jurisdiccionales y Control Const itucional dispone que la fina lidad de 

las medidas es evitar o cesar la  amenaza o violación de los derechos  

reconocidos en la Constitución y en instrumentos internacionales s obre 

derechos humanos, lo cual no ocurre en el presente caso. 

 

La clausura dispuesta por el SRI ¿viola principios constitucionales? 

 

Cabe señalar que un acto administrativo únicamente puede ser revocado por la 

misma autoridad que lo ex pidió, o quien ocupe su cargo, inclusive una 

autoridad superior, según lo dispuesto en  el incis o final del artículo 91 del 

Estatuto del Régimen Jurídico y Admini strativo de la Función Ejecutiva en 

consecuencia, en el presente ca so no se han vu lnerado garantías 

constitucionales ni existen contradicciones  entre la norma suprema y la ley , ya 

que como ha quedado demostrado, el Servicio de Rentas Internas ha actuado 

dentro del ámbito de sus competencias y cumpliendo con el procedimiento 

establecido en sus normas rectoras. 

 

En consecuencia, en el presente caso no se han violado garantías  

constitucionales ni existen contradicciones entre la norma suprema y la ley. 

 

QUINTO.- Esta Corte Constit ucional reitera, conforme lo ha señalado en 

anteriores fallos, la responsabilidad que tiene en el actual des arrollo de su 

función de controlar, interpretar cons titucionalmente y de adm inistrar justicia 

constitucional, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 429 de la 

Constitución de la República. Cabe indi car también que el inciso final del 

artículo 27 de la Ley Orgánica de Gar antías Jurisdiccionales y Cont rol 

Constitucional, cuando se trata de medidas cautelares dispone que: " No 

procederán cuando existan medidas cautel ares en las vías administrativas u 

ordinarias, cuando s e trate de ejecución de órdenes judiciales o c uando se 

interpongan en la acción extraordinaria de protección de derechos". Por todo lo 
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manifestado, en el presente caso no  se hace necesario declarar  la 

inconstitucionalidad de la norma impugnada. 

 

III. DECISIÓN 

 

En mérito de lo expuesto, administrando Justicia Constitucional y por mandato 

de la Constitución de la República del Ecuador, la Corte Constitucional, para el 

periodo de transición, en uso de sus atribuciones, expide la siguiente: 

 

SENTENCIA 

1. Declarar que el contenido del artículo 329 del Código Orgánico Tributario no 

se encuentra en contradicción con la Constitución de la República. 

2. Notifíquese al Pres idente del Consejo de la Judicat ura, a fin de que instruy a 

a juezas y jueces de instancia, Cortes Pr ovinciales y a la Corte Nacion al de 

Justicia, respecto al contenido de esta sentencia. 

3. Devolver el proceso remitido a esta Corte al Juzgado de origen para que se 

continúe con el trámite correspondiente. 

4. Notifíquese, publíquese y cúmplase. 

 

Razón: Siento por tal, que la Sentenc ia que antecede fue aprobada por el 

Pleno de la Corte Constitucional, para el período de transición, con nueve votos 

de los doctores: Roberto Bhrunis Lemarie , Patricio Herrera Betancourt, Miguel 

Ángel Naranjo, Hernando Mora les Vinueza, Ruth Seni Pinoargote, Nina Pacari 

Vega, Manuel Viten O lvera, Edgar Zárate Zárate y Patricio Pazmiño Freire, en 

sesión ordinaria del día mi ércoles veintiséis de en ero del dos  mil once.  Lo 

certifico. 

 

f.) Dr. Arturo Larrea Jijón, Secretario General. 

 

CORTE CONSTITUCIONAL.- Es fiel c opia del original.- Revis ado por f.)  

Ilegible.- f.) Ilegible.- Quito, a 24 de febrero del 2011.- f.) El Secretario General. 
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ANEXO  II 

 

TABULACIÓN DE ENCUESTAS 

Durante la primera sem ana de octubre de 2010 se rea lizaron 11 encuestas de 

19  contribuyentes que fueron sancionados con clausura por delito flagrante.   

Porcentaje
Clausurados 19 100%
Entrevistados 10 53%

1.- Actividad económica del establecimiento comercial: 

Actividad Económica 
Ropa Blanca 1 5% 
Venta al por menor y 
mayor 6 32% 
Bar-Cafetería 3 16% 
No entrevistados 47% 

 

 

 

1

2

1

2

3
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2.- Régimen Impositivo Simplificado 

Régimen Impositivo Simplificado 
SI 0 0%
NO 10 53%
No entrevistado 47%

 
 

 
 

3.- Ha sido clausurado por el Servicio de Rentas Internas anteriormente? 

SI 2 11%
NO 8 42%
No entrevistado 9 47%

 
 

4.- Por cuánto tiempo 

10 días 2 11%
7 días 8 42%
No entrevistado 9 47%

 
 

 

 

 

1

2

3

1

2

3
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2
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5.- Motivo de la clausura 

Factura 10 53%
Otros 0 0%
No entrevistado 9 47%

 
 

6.- Quién ejecutó la clausura 

SRI 10 53%
JUEZ 0 0%
No entrevistado 9 47%

 
 

7.- Cuando notificaron de la sanción? 

El día de clausura 10 53%
Antes de la clausura 0 0%
No entrevistado 9 47%
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8.- Presentó algún recurso para detener la ejecución de la clausura 

SI 1 5%
NO 9 47%
No entrevistado 9 47%

 
 

9.- Cree que es una medida exagerada? 

SI 10 53%
NO 0 0%
No entrevistado 9 47%

 
 

Datos Extras: 

Los contribuyentes opinan que: 

 Es una forma de persecución 

 El fedatario dejó la factura intencionalmente 

 A un contribuyente le rebotaron cheques  y le cerraron la cuenta porque 

no tenía ingresos para depositar en la cuenta.  

 Notificaron al momento de clausurar sin opción a reclamo 

1

2

3

1

2

3
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 Clausuraron por $0.70 dur ante 7 días, casi qu iebran el negocio y  

perdieron muchos alimentos que no pudi eron utilizar ni sacar por medio 

a quebrantar los sellos, pues la sanción sería agravada. 

 Afecta la reputación del local y pierde clientela. 

 Una contribuyente que fue clausu rada ya estaba con dificultades de 

solventar los gastos del negocio y aunque  ofreció la fact ura el fedatario 

alegó que no importaba porque estaba de apuro. 

 Es injusto que los fedatarios por as egurar su empleo rechacen la factura 

para que el contribuyente se equivoque.  

 Clausuraron 5 días después de no ha ber sido entregada la factura y el 

SRI no identificó la hora ni la persona que no recibió la factura. 

 Un local tuvo que despedir a 2 ay udantes por la pérdida oc asionada 

durante esa semana.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 


